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INTRODUCCIÓN 
En este trabajo querríamos tratar brevemente sobre lo que hubiera 
podido ser, y no fue, la legislación republicana en materia de relaciones 
Iglesia-Estado español. 
Director de la Tesis: Prof. Dr. Amadeo DE FUENMAYOR. Título: Legislación en materia 
religiosa en la II República española. Fecha de defensa: 16.XI.83. 
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Indudablemente la legislación republicana en materia religiosa 
hubiera podido ser distinta si: 
1) los primeros contactos, sin duda con muy buenas intenciones, 
entre la jerarquía y algunos miembros del Gobierno Provisional de la 
República para intentar llegar a un futuro Concordato o modus vivendi, 
supuestas unas bases preestablecidas y aceptadas por ambas partes, 
hubieran conseguido fructificar en algo concreto; 
2) el Anteproyecto de Constitución elaborado por la Comisión 
Jurídica Asesora, presidida por Ossorio y Gallardo hubiera sido acepta-
do por el Gobierno Provisional; 
3) el Estatuto de relaciones entre la Iglesia y el Estado de 1931 
hubiera sido realidad; 
4) los intentos de reforma constitucional hubieran prosperado; 
5) los intentos del embajador español ante la Santa Sede, Pita 
Romero en 1934, hubieran llegado a la firma de algún acuerdo. 
Estudiaremos, en primer lugar, los artículos correspondientes al 
anteproyecto de la Constitución, haciendo una referencia breve a los 
primeros intentos de negociación de la jerarquía con el Gobierno Provi-
sional y a los intentos de reforma constitucional en el segundo bienio. 
En una segunda parte del trabajo, nos referiremos a los intentos de 
acuerdo Iglesia-Estado republicano, reflejados en el Anteproyecto de 
Estatuto jurídico de relaciones Iglesia-Estado español de 1931 y en el 
Proyecto de Concordato del Padre Postíus de 1934. 
Y ya, sin más preámbulos, pasemos a desarrollar los temas anun-
ciados, objeto de este trabajo. 
I. PRIMEROS CONTACTOS JERARQUÍA-GOBIERNO DE LA REPÚBLICA1 
Transcurridos los primeros meses *de la República, las primeras 
esperanzas de muchos habían sido defraudadas por la quema de los 
conventos e iglesias los días 12 y 13 de mayo. El Primado de España, 
cardenal Segura, se había visto obligado a huir a Roma, tras su, tal vez, 
1. Para todo este apartado Cfr. ARBELOA, V.M., Los esfuerzos de la Jerarquía española 
por un acuerdo con el Estado en materia religiosa, en 1931, en Revista Española de Derecho 
Canónico. Vol. XXVI, 1970, pp. 661-673 y MUNTANYOLA, R., Vidal i Barraquer, El Cardenal 
de la paz, Barcelona ,1974. pp. 185-219. 
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poco afortunada Pastoral del 1 de mayo. Y a su vuelta a España había 
sido expulsado formalmente por el Ministro de la Gobernación, Maura, 
el día 16 de Junio. 
La incautación de unos documentos, en los que el cardenal Segura 
daba normas precisas a los obispos españoles sobre la venta de bienes 
eclesiásticos, había puesto en su punto de más elevada tensión las 
relaciones Iglesia-Estado, ya muy delicadas desde el principio del nuevo 
régimen. 
La postura adoptada por la jerarquía española frente a la República, 
no se puede decir que fuera rígida. Se podría decir que su postura fue 
más bien de recelo y desconcierto. Todos los obispos menos uno, guia-
dos por el Nuncio, publicaron una breve nota de acatamiento a la Repú-
blica, en la que, apartados de las contiendas de partido, movidos por el 
bien espiritual de los fieles y la guarda de los derechos de la Iglesia, 
recordaron que todos los obispos españoles habían encarecido a sus 
fieles el cumplimiento de «los deberes que les ligan con las autoridades 
constituidas, y la obligación que les incumbe de cooperar al bien común 
y al mantenimiento del orden social»2. Sin embargo una exposición de 
agravios al Gobierno de la República, escrita por Segura desde Roma, y 
una pastoral poco oportuna publicada por el mismo, el día 15 de agosto, 
condenando al Anteproyecto de Constitución, habían puesto las cosas 
muy difíciles; la pastoral iba firmada por todos los obispos, pero éstos 
no habían tenido tiempo de conocerla ni expresar su parecer. El cardenal 
Vidal i Barraquer se negó a firmarla pero el de Toledo se adelantó y la 
pastoral salió publicada, en versiones distintas y con fechas diferentes, 
en los periódicos católicos de España. 
El cardenal de Tarragona era partidario de una vía más conciliadora: 
enviar por provincias eclesiásticas un mensaje respetuoso pero enérgico 
a las Cortes. Así lo hicieron él y los arzobispos de Sevilla y Valladolid. 
La campaña del cardenal de Toledo —Segura— crecía por momen-
tos. Las Cortes habían comenzado el 18 de agosto a discutir el articulado 
del Proyecto de Constitución, tras ser rechazado por el Gobierno el 
Anteproyecto de la Comisión Jurídica Asesora, por considerarlo excesi-
vamente moderado y conservador. El Anteproyecto era atacado, pues, 
2. Boletín Oficial Eclesiástico Arzobispado de Zaragoza, 13(1 .VB.31), 91. 
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por los dos frentes: por los obispos en una carta pastoral, que parecía 
oficial, y por el Gobierno de la República. 
Vidal i Barraquer, que desde la ausencia obligada de Segura, era por 
edad y dignidad el primer arzobispo de España y al mismo tiempo el 
hombre de confianza del Nuncio y de la mayoría de los obispos, venía 
trabajando desde hacía tiempo en preparar una seria y discreta campaña 
frente a las Cortes en pro de la moderación y de la armonía; con este 
objetivo había enviado a uno de sus mejores colaboradores, Luis Carre-
ras, a Madrid para preparar el terreno3. La visita de Carreras a Alcalá 
Zamora coincidió con la detención del vicario general de Vitoria, Justo 
Echeguren, cuando pasaba la frontera llevando a su obispo, desterrado 
por Maura, unos documentos comprometedores firmados por el cardenal 
de Toledo. Alcalá Zamora comentó amargamente este incidente y 
manifestó a Carreras su disgusto personal. El porvenir de la concordia se 
obscurecía, según pensaba el Presidente, máxime cuando Segura desde 
el principio de la República se atribuía la representación directa del 
Vaticano y de toda la jerarquía española, desvirtuando así la gestión 
comprensiva del Nuncio y de otros obispos. Según Alcalá Zamora había 
que acabar con el equívoco: o Roma se solidarizaba con el cardenal 
Segura y en tal caso era imposible toda conciliación, o el cardenal actua-
ba por su cuenta; en este último caso, la desautorización del arzobispo 
de Toledo debería ser explícita y visible4. 
Carreras prosiguió sus gestiones, y el día 21 de Agosto se entrevistó 
con Alejandro Lerroux, que mostró interés en normalizar las relaciones 
con el Vaticano y la Iglesia en España: «De hecho —decía el Ministro 
de Estado— nos hallamos unos y otros, los elementos inteligentes de la 
Iglesia y los republicanos gubernamentales, en situación paralela, de-
biendo contener unos a la extrema derecha y otros a la extrema izquier-
da, y esta última es a veces más difícil de comprimir que la primera. 
3. El Cardenal había definido a Luis Carreras como «personalidad recia, de entendimiento 
ágil y sereno, de carácter bondadoso, palabra fácil, razonadora y precoz, que sabía insinuarse y 
precisar las cosas tan admirablemente que se ganaba al mismo adversario». CARRERAS, Ll., 
Prólogo de cultura cristiana: un segle de vida catalana,.Vol. II, Barcelona, 1961, ver prólogo, 
escrito por Vidal i Barraquer. 
4. Cfr. nota redactada por Carreras y enviada por Vidal i Barraquer a la Secretaría de 
Estado, con carta adjunta, el día 9 de Septiembre de 1931. A esta nota se hace referencia en 
MUNTANYOLA, R. , o.c, pp. 203-204. 
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Hemos, pues de colaborar todos con mucho tacto para hallar las fórmu-
las y las maneras mejor conducentes a llevar adelante la modernización 
propia y necesaria para que triunfe el criterio de esa zona templada en 
que debe resolver la República todos sus problemas»5 ; y recordando el 
ejemplo de las relaciones de la República francesa con el Vaticano de-
claraba: «Yo no quiero seguir tales derroteros, usar la violencia, destruir 
en vano, perder años estérilmente para acabar con el trato con Roma». El 
enviado de Vidal i Barraquer le presentó algunas enmiendas a la Cons-
titución, que examinaron conjuntamente, y a las que el Ministro prome-
tió su apoyo. 
Carreras se encontró, también, con un grupo de diputados de dere-
cha —laicos y sacerdotes— muy descontentos con la pastoral del epis-
copado publicada y redactada por Segura, a la que juzgaban incompleta, 
reticente, acre y desafortunada. 
El 9 de Septiembre, el Presidente Alcalá Zamora se puso en contac-
to telegráficamente con el cardenal de Tarragona para que se trasladase a 
Madrid. La entrevista, a la que asistió el Ministro de Justicia, Fernando 
de los Ríos, fue larga y seria; sin la desautorización de Segura de parte 
de la Santa Sede, el Gobierno no podría responder de una solución 
moderada al problema religioso en las Cortes en defensa de las órdenes 
religiosas. Vidal i Barraquer transmitió a Roma, sin perder tiempo, todo 
lo referido en la entrevista. 
Pocos días después, reunido con la Comisión permanente de los 
arzobispos y con el Nuncio, prosiguieron sus gestiones, y Vidal i 
Barraquer informaba por carta a Pacelli, Secretario de Estado, además de 
los problemas surgidos por la actitud de ciertos elementos integristas 
favorables a la total ruptura de la Iglesia con la República, de las 
garantías que, según los obispos, debería ofrecer el Gobierno: 
«1.° Deben referirse a la personalidad jurídica de la Iglesia por 
medio de convenio entre ambas partes. 
»2.° Respeto a todas las Congregaciones religiosas y a sus bienes. 
»3.° Libertad de enseñanza. 
»4.° La forma de subsistencia del presupuesto del Culto y Clero»6. 
5 . Cfr.Telegrama cifrado de Vidal i Barraquer, 1 0 de Septiembre de 1 9 3 1 . 
6 . Carta de Vidal i Barraquer, 1 4 de Septiembre de 1 9 3 1 , citada en MUNTANYOLA, o.c, 
p. 2 1 1 . 
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La Santa Sede había pedido ya a la Nunciatura que se llegase a un 
previo convenio, por escrito, con el Gobierno español sobre las garantías 
de éste a la Iglesia para una justa concordia. 
Previa a la solución del caso Segura, en la forma manifestada por el 
Gobierno, éste acordó por once votos contra uno —el del socialista, 
Indalecio Prieto— preparar una fórmula de conciliación con la Iglesia; 
del estudio y la negociación se encargarían Alcalá Zamora, Lerroux y de 
los Ríos, hombres de prestigio entre sus correligionarios y en amplios 
sectores de la Cámara. 
Reunidos, el 14 de Septiembre, en el domicilio particular de Alcalá 
Zamora, éste y Fernando de los Ríos, por un lado, y Vidal i Barraquer y 
Tedeschini por el otro, llegaron a los siguientes puntos de acuerdo: 
«Puntos de conciliación: 
»1) Reconocimiento de la personalidad jurídica de la Iglesia en su 
estructura jerárquica, en régimen propio; del libre ejercicio —privado y 
público— del culto; y de la propiedad y uso de los bienes. 
»2) Convenio entre la República y la Santa Sede. 
»Para el reconocimiento de la personalidad jurídica de la Iglesia 
aceptan y defenderán la forma de Concordato el Presidente, el Ministro 
de Estado y algunos otros ministros, los cuales creen poder alcanzar la 
mayoría en el Parlamento, si bien menor en número que para otros 
puntos de la concordia. 
»Por su parte, el Ministro de Justicia no defenderá la forma de 
Concordato, aunque no rehusa otra forma de convenio entre ambas 
partes, como un modus vivendi, que más tarde pudiera conducir al 
Concordato en circunstancias más propicias que las actuales. El propio 
Ministro no acepta la declaración de Corporación de Derecho Público 
para la Iglesia, fórmula nueva en el Derecho español, sin que ello 
signifique aminoración en el reconocimiento de la personalidad jurídica 
de la Iglesia. 
»3) Todas las Corporaciones religiosas serán respetadas en su 
constitución y régimen propios y en sus bienes, al menos los actual-
mente poseídos, quedando sujetos, por lo demás, a las leyes generales 
del país. 
»Tanto el Presidente como el Ministro de Justicia defenderán perso-
nalmente este punto en el Parlamento. Hicieron constar, empero, el 
REGULACIÓN DE LAS RELACIONES IGLESIA-ESTADO EN LA II REPÚBLICA ESPAÑOLA 297 
riesgo de que algunos diputados extremistas incoercibles presentaran 
una enmienda para excluir a la Compañía de Jesús, y que, de llevarse la 
discusión por eso camino, temen no poder excluir la votación favorable 
a tal exclusión. El único recurso posible entonces, pero no seguro, sería 
lograr que dicha exclusión no constara en el texto constitucional. Para 
todo ello, los esfuerzos del Gobierno tendrían menos eficacia que las 
gestiones privadas por elementos externos al Ministerio. 
»4) Reconocimiento de plena libertad de enseñanza, o sea, que 
todo español, por sí o por medio de cualquier asociación, sin excepción 
alguna, pueda crear, sostener y regir establecimientos docentes, someti-
dos a la inspección del Estado en cuanto a la fijación de un plan mínimo 
de enseñanza, expedición de títulos profesionales y salvaguarda de la 
moralidad, higiene y seguridad del Estado. 
»5) Presupuesto de Culto y Clero. 
»Conservar todos los derechos adquiridos por todo el personal ecle-
siástico que actualmente percibe consignación establecida en el presu-
puesto especial del Estado afecto a cargas eclesiásticas, y amortización 
de dichas partidas a medida de las vacantes que se vayan produciendo. 
Cesión de la subvención del Culto y, en el nuevo presupuesto, consig-
nación de una subvención global para conservación y reparación de las 
iglesias catedrales, colegiatas y parroquiales por el concepto de edificios 
históricos y artísticos. 
»Nota adicional. Acerca del divorcio se manifestó discordancia 
entre el criterio del Presidente y del Ministro de Justicia, declarando éste 
último que él defendería en el Parlamento el divorcio vincular, y el no 
reconocimiento de efectos civiles al sólo matrimonio canónico. Ambos 
estuvieron de acuerdo en que no consideran probable que se pueda 
impedir la votación de la Cámara en favor del divorcio. 
»Por este motivo se excluye del contenido de garantías este 
extremo»7. 
La importancia de este acuerdo resultaba de la fuerza moral que 
sobre sus correligionarios podrían ejercer los ministros que eran Jefes de 
Partido, como Lerroux, Jefe del Partido Radical, Azaña, Jefe de Acción 
7. Nota verbal de la reunión que, aprobada por el Presidente, fue confiada a Pacelli, 
con carta adjunta del Cardenal de 19 de Septiembre de 1931, tomada de MUNTANYOLA, o. c A 
pp. 213-214. 
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Republicana, Domingo, del Directorio de los radicales-socialistas, y del 
ascendiente que en la Cámara podría tener la intervención del Presi-
dente, por su alto valor representativo, y del Ministro de Justicia, de 
indiscutido prestigio entre los socialistas. 
Los metropolitanos, ausentes de Madrid, aprobaron en principio esta 
posición, a excepción del Patriarca de la Indias, Ramón Pérez, y el 
Arzobispo de Valladolid, Remigio Gandásegui, que exigían mayores 
precisiones y seguridades por parte del Gobierno8. 
Mientras tanto, las Cortes discutían el proyecto de Constitución. 
Pasaban los días y el Vaticano no enviaba la respuesta sobre el asunto 
del Cardenal Segura. El silencio de Roma desazonaba al Gobierno e 
impacientaba a la Comisión episcopal encargada de las negociaciones. 
La situación se agravaba por momentos; de la respuesta de Roma 
dependía la conciliación y hasta la permanencia del Nuncio en Madrid. 
El 20 de Septiembre el Nuncio recibió un telegrama cifrado del 
Cardenal Pacelli acusando recibo de la carta de Vidal y Barraquer en la 
que le explicaban los pormenores del acuerdo con el Gobierno provi-
sional; en este telegrama se decía que la Santa Sede estudiaba con 
interés el delicadísimo caso de Segura, pero que la cuestión no podía ser 
resuelta por imposiciones y con amenazas, como parecía intentar el 
Gobierno. 
El arzobispo de Tarragona, de acuerdo con el Nuncio y en nombre 
de los arzobispos se dirigió de nuevo a la Secretaría de Estado haciendo 
hincapié en la gravedad del asunto. Mientras tanto, con el fin de dar 
tiempo a la solución previa de la cuestiones referentes al arzobispo de 
Toledo, el 15 de Septiembre la Comisión dictaminadora del Proyecto de 
Constitución había acordado, a propuesta del Gobierno, pedir a las 
Cortes trasladar la discusión del artículo 3 o al día en que se tratase del 
artículo 24 (del Proyecto) sobre la cuestión religiosa, propuesta aprobada 
por el Parlamento el día 17 del mismo mes. 
Pero el caso Segura seguía siendo un obstáculo infranqueable. Vidal 
no se recataba de decirlo una y otra vez en su continua correspondencia 
con Roma. En los hombres del Gobierno la excitación era inquietante. 
Alcalá Zamora, el día 29, llamó urgentemente a Vidal i Barraquer, 
8. Estos dos Prelados formaban parte, junto con Vidal, de la Comisión episcopal 
constituida para estos asuntos. 
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cuando éste previendo la crisis, había salido para Madrid donde había 
convocado a los otros miembros de la Comisión ejecutiva episcopal. El 
Presidente se entrevistó con el Nuncio mientras se reunía el Consejo de 
Ministros, y con el Cardenal Vidal i Barraquer durante la sesión parla-
mentaria. Fruto de estas entrevistas fue un nuevo aplazamiento del 
debate religioso. Se ganaba así una semana de tiempo, dando un voto de 
confianza a la Santa Sede por parte del Gobierno, mientras el Parla-
mento aprobaba la dilación por razones puramente técnicas. 
Los arzobispos, por su parte, enviaron un nuevo telegrama a la 
Secretaría de Estado, señalando el aplazamiento momentáneo de la dis-
cusión de las Cortes y urgiendo las respuesta satisfactoria; en el mismo 
sentido lo hicieron varios colaboradores de Vidal. Los telegramas llega-
ron a Roma cuando el cardenal Segura había firmado en presencia de 
Monseñor Maglione, Nuncio en París —que se había trasladado a 
Bayona— la forzosa renuncia a su sede de Toledo. 
Pero la situación no estaba resuelta ni mucho menos. Pese a los 
abnegados esfuerzos de la Comisión episcopal, de los colaboradores de 
Vidal, de unos cuantos diputados de derecha y de centro, las cosas cada 
vez iban peor. En la sesión de las Cortes del 13-14 de octubre se votó 
por gran mayoría la aconfesionalidad del Estado —como ya se esperaba-
y el artículo 24 —del Proyecto, 26 de la Constitución—, en el que se 
prohibía toda subvención pública a las iglesias, se ponían las bases para 
una Ley especial sobre las actividades de los Ordenes religiosas, y se 
disolvía la Compañía de Jesús, cuyos bienes habían de ser naciona-
lizados9. 
El día 16 de octubre el Cardenal Vidal i Barraquer escribía, desilu-
sionado por el curso que habían tomado los acontecimientos, a Pacelli10: 
«Del Ministerio únicamente fueron fieles a los compromisos con-
traídos y votaron en contra la fórmula sectaria el Presidente y el 
Ministro de la Gobernación. El silencio en el debate y la abstención en 
el voto del Ministro de Estado, Sr. Lerroux, no bastan para cohonestar su 
defección o cobardía, aunque se quiera alegar el hecho de inclinarse su 
9. Cfr. para más información sobre este tema, MANTEROLA, J., La disolución de la 
Compañía de Jesús en España, Barcelona, 1934. 
10. La cita del texto de la carta la hemos tomado de ARBELOA, V.M., Los esfuerzos de la 
Jerarquía española..., ó.c, pp. 663-664. 
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Partido Radical a la unión con los socialistas y Acción Republicana. 
Dejaron de votar e intervenir los políticos representativos del antiguo 
régimen, como Alba, Romanones, Melquíades Alvarez y Sánchez 
Guerra, y los llamados intelectuales como Marañón, Ortega y Gasset, 
Sánchez Albornoz, Sánchez Román, etc., a pesar de haber declarado en 
público y privadamente muchos de ellos que apoyarían fórmulas de 
concordia. Sólo Ossorio y Gallardo levantó su voz y dio su voto contra 
el sectarismo (...). El éxito de la fórmula aprobada es debido a un secta-
rismo irrazonable, a la brutalidad de una combinación política para 
apoderarse del Gobierno y derivar la República hacia el izquierdismo 
radical, resultado que no se hubiera podido obtener con la firmeza 
política y ética del Ministerio, y, especialmente, si algunos de los 
Ministros se hubieran levantado para hacer honor a la palabra dada, y 
aún a la primera posición pública declarada en el Parlamento por el 
Ministerio de Justicia». 
II. EL ANTEPROYECTO DE CONSTITUCIÓN Y LOS INTENTOS DE 
REFORMA CONSTITUCIONAL 
A. El anteproyecto de Constitución de la Comisión Jurídica Asesora11. 
1. Preparación del Anteproyecto 
Un Decreto de 6 de mayo de 1931 1 2 del Gobierno Provisional 
disolvió la Comisión General de Codificación, existente desde el 10 de 
Mayo de 1875. En su lugar, el mismo Decreto creaba la Comisión 
Jurídica, dependiente del Ministerio de Justicia, «para —según su Expo-
sición de motivos— elaborar los proyectos de Ley que el Gobierno le 
encomiende* presentar ante el mismo aquellos que por propia iniciativa 
estimara conveniente preparar, y evacuar los informes que el Gobierno 
solicite para cuestiones de orden especial y concreto». 
1 1 . Para este apartado Cfr. ARBELOA, V .M. , Iglesia y Estado en el Anteproyecto de 
Constitución de 1931, en «Revista Española de Derecho Canónico», vol. X X V J X 1 9 7 1 , pp 3 1 3 -
3 4 7 . Cfr. también DE MEER, F., La cuestión religiosa en las Cortes Constituyentes de la II 
República Española, pp 6 2 - 6 8 , Pamplona, 1 9 7 5 . 
1 2 . Gaceta de Madrid, 1 2 9 ( 9 . V . 3 1 ) 6 1 7 - 6 1 8 . 
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Por otro Decreto de 9 de mayo del mismo año 1 3, el Gobierno, a 
propuesta del Ministro de Justicia, designó las personas que habían de 
integrar dicha Comisión. Se nombraba a Ángel Ossorio y Gallardo 
presidente y, entre los vocales, se encontraban insignes juristas como 
Hipólito González Parrado, José Castán Tobeñas, Joaquín Garrigues, 
Luis Jiménez de Asúa, José Arturo Rodríguez Muñoz, José Antón 
Oneca, Adolfo González Posada, etc... 
La Subcomisión encargada de elaborar el Anteproyecto de Constitu-
ción estaba compuesto por los vocales y adscritos al secretariado 
técnico, señores Ángel Ossorio, como presidente, y Adolfo González 
Posada, Javier Elola, Valeriano Casanueva, Manuel Pedroso, Nicolás 
Alcalá Espinosa, Agustín Viñuales, Antonio Rodríguez Pérez, Alfonso 
García Valdecasas, Francisco Romero Otero, Luis Lausana Lizarba, 
Antonio de Luna y Juan LLadós Sánchez Blanco14. 
La Subcomisión trabajó intensamente. Concluida su tarea, fue 
sometida al pleno de la Comisión Jurídica Asesora, que, en las largas 
sesiones del 19 y 30 de junio, aprobó la obra realizada con algunas 
enmiendas al texto. El día 6 de julio entregaba Ossorio y Gallardo al 
Ministro de Justicia el Anteproyecto de la Constitución, encargado por 
el Gobierno. «A marchas forzadas hemos trabajado —decía Ossorio en 
el prólogo-exposición— porque las circunstancias así lo exigían (...). Si 
las Cortes Constituyentes hubieran tenido que aguardar a que una Comi-
sión de ellas mismas presentara la ponencia del Código fundamental, la 
inquietante interinidad en que España vive se hubiera prolongado por 
unos meses. De este modo, prudentemente elegido por el Gobierno, 
tanto él como las Cortes y la opinión encuentran material elaborado para 
la discusión y la crítica. Había de no quedar en pie ni un sólo concepto 
de nuestra propuesta y, siempre habría servido para ordenamiento y 
13. Gaceta de Madrid, 135 (15.V.31) 743. 
14. Por orden de 28 de Mayo, firmada por el Ministro de Justicia, fueron nombrados 
además: José Antón Oneca, Niceto Alcalá Zamora y Castillo, José Sánchez Banus, Mariano Ruiz 
Fonz, Matilde Huici San Martín, y el adscrito técnico José Serrano. Cfr. PÉREZ SERRANO, N., La 
Constitución Española (9 de Diciembre de 1931). Antecedentes, textos y comentarios. Madrid, 
1932, pp. 22-23. 
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simplificación de una tarea, en la que España, tanto del acierto, necesi-
taba brevedad»15. 
La vida de la Iglesia en España no era ya ni mucho menos apacible. 
Pocos días antes de iniciar la Comisión sus trabajos, ardían en varias 
ciudades españolas iglesias y conventos; el Cardenal Segura, como antes 
hemos visto, había tenido que salir, precipitadamente, de España; gran-
des sectores de la prensa republicana arreciaban sus campañas anticle-
ricales, pidiendo con amenazadora insistencia la expulsión de los frailes, 
la separación de la Iglesia y el Estado, el castigo del Cardenal Primado, 
...; los boletines eclesiásticos de los obispos habían cambiado sus 
discretos llamamientos a la calma, a la confianza y al acatamiento al 
poder constituido, del precedente mes de abril, por emocionadas pro-
testas por los sucesos acaecidos la primera quincena de mayo. El 
Decreto del día 22 de dicho mes sobre la libertad de cultos había 
causado también una penosa impresión en gran parte de la Iglesia en 
España. ¿Cuál iba a ser la situación jurídica de la Iglesia española en el 
Anteproyecto de Constitución?. Estaba en juego, sin duda, un largo 
periodo de convivencia o de conflicto. 
2. El Anteproyecto 
En el Título I, dedicado a la «Estructura nacional», el artículo I o 
decía: 
«España es una República democrática. Los poderes de sus órganos 
emanan del pueblo. Todas las órdenes y jerarquía del Estado están 
subordinadas al Poder Civil»16. 
Este artículo era la norma inicial, el eje ordenador, del trabajo 
constitucional. Además; traía consigo, un triunfo legislativo del viejo 
dogma liberal, tantas veces perseguido en la Historia de España, del 
poder indiscutible del pueblo soberano y de la supremacía del poder 
civil sobre cualquier otro poder. 
15. El Anteproyecto, con un prólogo de Ossorio y Gallardo, y los votos particulares 
añadidos en el pleno y los días siguientes, fue publicado en un folleto titulado Anteproyecto de 
Constitución de la República Española que eleva al Gobierno la Comisión Jurídica Asesora, 
Madrid, Julio, 1931. 
16. Anteproyecto..., p.23. 
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Consecuente con el principio establecido en el artículo I o del 
Anteproyecto, la Comisión atribuía a la «competencia exclusiva» del 
Estado español, «que nunca podrá delegar en las Regiones autónomas», 
«las relaciones entre la Iglesia y el Estado, y el régimen de cultos»17. 
Por otra parte el artículo 8 o del Título I definía claramente la situa-
ción jurídica de la Iglesia: 
«No existe religión del Estado. 
»La Iglesia Católica será considerada como Corporación de Dere-
cho público. 
»E1 mismo carácter podrán tener las demás confesiones religiosas 
cuando lo soliciten, y, por su constitución y el número de sus miembros, 
ofrezcan garantías de subsistencia»18. 
«El tema religioso —comenta Ossorio en la exposición que precedía 
al texto del Anteproyecto—, de primordial interés en todas partes y de 
especial preocupación entre los españoles, ha sido tratado como lo es ya 
en todos los pueblos, incluso en los de más acendrados sentimientos 
católicos. A saber, separando la Iglesia del Estado y respetando sin 
titubeos la libertad de conciencia y la de cultos, proclamada en más de 
un pasaje del texto. 
Nadie podía ver en estas declaraciones un espíritu persecutorio ni un 
sectarismo destructor. Aunque algún miembro de la Comisión hubiera 
querido ver salvada de modo expreso una orientación cristiana en las 
actividades morales del Estado, pareció preferible no hacer declaración 
sobre el particular y dejar ambas potestades independientes, aunque 
concordadas como ocurre hoy por regla general»19. 
El Título III recogía los diversos aspectos jurídicos de los «derechos 
y deberes de los españoles». En el Capítulo primero «Garantías indivi-
duales y políticas» proclamaba el artículo 11: 
«Todos los españoles son iguales ante la Ley. Se reconoce, en 
principio, la igualdad de derechos en los dos sexos. El nacimiento, la 
riqueza, las ideas políticas y las creencias religiosas no podrán ser 
fundamento de privilegio jurídico. 
17. Art. 4 o , 2. Ibid., p. 24. 
18. Ibid., p. 26. 
19. Ibid., p. 10. 
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»E1 Estado no reconoce los títulos y distinciones nobiliarios»20. 
Y el artículo siguiente aplicaba el principio general a la esfera 
concreta de la libertad religiosa: 
«La libertad de conciencia y el derecho a profesar y practicar 
cualquier religión quedan garantizados en el territorio español, salvo el 
respeto debido a las exigencias de la moral pública. 
»Todas las confesiones religiosas podrán ejercer sus cultos, privada 
y públicamente, sin más limitaciones que las impuestas por el orden 
público. 
»Nadie podrá ser compelido a declarar oficialmente sus creencias 
religiosas, a no ser por motivos estadísticos. 
»La condición religiosa no constituirá circunstancia modificativa de 
la personalidad civil ni política, excepto lo dispuesto en el artículo 54, 
apartado c) de esta Constitución»21. 
Ramos presentó una enmienda a este artículo 12, que había de ser el 
origen del futuro artículo 27 de la Constitución; respetaba el primer 
párrafo del texto de la Comisión y añadía: 
«...Todas las confesiones religiosas podrán ejercer sus cultos priva-
damente. Las manifestaciones públicas de culto deberán ser autorizadas 
por el Gobierno en cada caso. Se prohibe el uso público de emblemas y 
distintivos de las varias confesiones religiosas. 
»Nadie podrá ser constreñido a declarar oficialmente sus creencias 
religiosas ni obligado al sostenimiento del culto. 
»La condición religiosa no constituirá circunstancia modificativa de 
la personalidad civil ni de la política, salvo lo dispuesto en esta Constitu-
ción para el nombramiento de Presidente de la República»22. 
Como se deduce del texto, esta enmienda constriñe el derecho a la 
libertad religiosa al querer reducir el culto a algo privado, sin que pueda 
ser exteriorizado sin permiso expreso del poder civil, que, de este modo, 
manifiesta su hegemonía sobre todo lo demás. 
Dentro del Capítulo II del Título III, que versaba sobre «Familia, 
economía y cultura», el artículo 27 decía: 
20. Ibid., p.17. 
21. Ibid., pp.27-28. 
22. Ibid., p.40. 
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«El matrimonio, base de la familia, está bajo la salvaguarda especial 
del Estado. Se funda en la igualdad de derechos para ambos sexos. 
»Los padres estarán obligados, respecto a los hijos, a alimentarlos, 
tenerlos en su compañía, educarlos e instruirlos. El Estado velará por el 
cumplimiento de esos deberes. 
»Las leyes civiles regularán los derechos de los hijos habidos fuera 
del matrimonio y la investigación de la paternidad en defensa de 
éstos»23. 
El párrafo primero de este artículo compromete al Estado a 
salvaguardar especialmente al matrimonio como base de la familia. En 
este párrafo no se institucionaliza a nivel constitucional, como después 
ocurrirá en la Constitución, el divorcio vincular por mutuo disenso, 
aunque tampoco se prohibe explícitamente la existencia de una legisla-
ción divorcista. 
Uno de los puntos más conflictivos, en el terreno legislativo y 
administrativo, era la enseñanza. Lo venía siendo desde la revolución de 
1868. El célebre artículo 53 del Estatuto Universitario de la Dictadura de 
Primo de Rivera, que concedía ciertos privilegios a las universidades 
privadas de Deusto y El Escorial —que al fin hubo de ser retirado— 
causó graves disgustos a aquel régimen y puso en ascuas a la universi-
dad contra las pretensiones de algunos miembros del Gobierno y de 
algunas personalidades de la Iglesia. 
El Anteproyecto parecía querer resolver este problema: «El conside-
rar a la Iglesia como institución de Derecho Público —terminaba dicien-
do Ossorio en su comentario a este capítulo— y garantizar la enseñanza 
religiosa son datos que pueden dar idea de que el Anteproyecto, 
poniendo término a un confusionismo dañoso, ampara la espiritualidad 
del ciudadano y reconoce la fuerza social y significación histórica de la 
Iglesia»24. 
El artículo 31, referente a la cultura nacional, decía: 
«El servicio a la cultura nacional es atribución esencial del Estado. 
»La enseñanza primaria es gratuita y obligatoria. 
»E1 escolar tiene derecho a la enseñanza religiosa, pero el maestro 
no puede ser obligado a prestarla contra su conciencia. 
23. Ibid., p. 32. 
24. Ibid., p. 10. 
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»La República legislará en el sentido de facilitar el acceso de todas 
las clases a las enseñanzas superiores a fin de que no se halle condicio-
nado más que por la aptitud y la vocación. 
»La libertad de cátedra queda reconocida y garantizada en la 
Constitución»25. 
Y el artículo 32, después de enunciar en el párrafo primero que «al 
Estado corresponde exclusivamente expedir los títulos profesionales y 
establecer los requisitos para establecerlos», continuaba: 
«Todo español podrá fundar y sostener establecimientos de ense-
ñanza con arreglo a las leyes». 
Este 2 o párrafo del artículo 32 hubiera consagrado de modo claro la 
libertad de enseñanza, que luego en la Constitución se vería casi total-
mente suprimida. 
Por último, en el Capítulo IV sobre el Parlamento, el artículo 37 
trataba sobre la composición del Senado: 
«El Senado se compondrá de 200 senadores: 50 elegidos por las 
provincias o regiones con sus Municipios; 50 por las representaciones 
obreras de los grupos de Agricultura, Industria y Comercio; 50 por las 
representaciones patronales; 50 por las universidades, instituciones 
culturales y confesiones religiosas; Todos en las formas que las leyes 
determinen». 
Una enmienda, firmada por Luis Fernández Clérigo y José Luis 
Díaz Pastor, pedía la suspensión en dicho artículo de la representación 
de las «confesiones religiosas» en la composición del Senado26: a los dos 
firmantes de la enmienda no parecía satisfacerles aquel Senado glorioso, 
señalado por Alcalá Zamora en su célebre discurso de Valencia, con el 
Arzobispo de la capital levantina y hasta con el «reaccionario» cardenal 
de Toledo... 
En cuanto a las reacciones que suscitó el Anteproyecto podríamos 
decir con Fernando De Meer que «no fué bien recibido. El Gobierno no 
lo hizo suyo. Y, desistió de presentarlo como ponencia a las Cortes 
Constituyentes. Entendió que, dada su especial constitución, no podía 
abordar con criterio unánime materias tan diversas como las contenidas 
en el Proyecto constitucional». Además, «los sectores católicos más 
25. Ibid.,p.3A. 
26. Ibid.,p. 111. 
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directamente interesados en la cuestión tampoco recibieron bien el Ante-
proyecto. Les pareció que no recogía el derecho de asociación para fines 
religiosos. Consideraban poco expresiva la declaración del derecho a la 
enseñanza de la religión. Tampoco juzgaron conveniente el carácter 
aconfesional del Estado. Sin embargo, se perdió un texto constitucional 
que definía sobriamente la situación jurídica de la Iglesia. Pudo impedir 
el influjo de los extremistas en la regulación constitucional y haber 
permitido soluciones de concordia»27. 
B. Intentos de reforma constitucional 
Finalizado el año 1934, las esperanzas cedistas y radicales estaban 
puestas en el nuevo año que había de ser, en el decir de El Debate, el de 
la revisión, porque de la reforma del Código fundamental dependía la 
transformación social y política de España. 
Pero ya en el año 1934 hubo una oportunidad perdida para la 
reforma constitucional. En efecto, según Alcalá Zamora «(...) sumados 
aquellos 212 diputados de derecha, que llevaban en sus programas la 
reforma constitucional, los 97 radicales y otros 40 ó 50 diputados del 
centro, de distintos matices, estaba asegurado el voto de tal reforma sin 
aguardar al 10 de diciembre del 35, fecha que entonces parecía lejana e 
inaccesible para el extraño y poco viable Congreso, que se acababa de 
elegir. No había necesidad, porque no se creía que hubiera posibilidad 
de llegar al momento en que bastase el voto de la mitad más uno de la 
Cámara, puesto que reunía el de más de las tres cuartas partes, no ya el 
de los dos tercios, que fue, hasta aquella fecha (10 de diciembre del 35) 
el exigido para el caso por el artículo 125 de la Constitución (...). Fue 
posible, por tanto, una mayoría abrumadora y heterogénea, que había 
coincidido por móviles distintos y aún contrapuestos: el núcleo principal 
derechista, por propio ideario, por compromiso de bandera electoral, y el 
27. DE MEER, F., O.C.I p.65. 
308 JUAN ANTONIO GONZALEZ V ALDÉS 
complemento de centro-izquierda, para librarse de aquella Cámara28 que 
se le antojaba un peligro, y sentía como una pesadilla»29. 
Pero esta esperanza pronto se frustró ya que, «la enorme fuerza de 
inercia que supone el artículo 125, poniendo en peligro, con la reelec-
ción, las actas de los diputados que voten por una reforma constitu-
cional, sirvió para detener a los partidos de derecha, y en cuanto a los de 
centro, debilitado y escindido lamentablemente el radical, a medida que 
se sometió en su alianza con las derechas, a la presión política de éstas, e 
impulsado hacia la izquierda el grupo que se desprendió en la primavera 
de 1934, era ya imposible completar, por entonces, el quorum constitu-
cional. Faltaban los dos tercios, no había quien propusiese, a la sazón, la 
reforma, y había que esperar al final del año inmediato, caminando 
previsiblemente desde los comienzos de éste»30. 
Como decíamos al principio, todo hacía presagiar que el año 1935 
iba a ser el año de la reforma constitucional. Para El Debate «la revisión 
constitucional es un imperativo de la opinión pública española. Nos 
toca, y más aun que a nosotros, a los partidos políticos, abordar esta 
realidad ineludible. Y lo primero que quisiéramos ver formarse es un 
espíritu de la revisión. Más bien una conciencia. Hace un año contem-
plábamos las perspectivas del 34, como ahora las del 35, y ya divisá-
bamos en el futuro la reforma constitucional. Es necesario señalar 
concretamente el artículo o artículos que deban ser objeto de revisión. 
Nos parece que la experiencia de estos años facilita la labor en gran 
parte. Los puntos verdaderamente fundamentales del ideario derechista 
coinciden con lo que la práctica ha señalado como eje de la revisión. 
Son los ataques a la religión y a la familia, los atentados a la patria y a 
un recto sentido de la propiedad los que han sublevado al pueblo de 
España contra una legislación arbitraria y artificiosa»31. 
Los partidarios de la revisión contaban con un aliado de calidad: el 
Presidente de la República, que, en 1931, siendo Jefe de Gobierno, salió 
de éste como abanderado del revisionismo, si bien al poco tiempo las 
28. No hay que olvidar que el artículo 125 de la Constitución prescribía que la Cámara 
que aprobase la reforma de la Constitución quedaría autodisuelta. 
29. ALCALÁ-ZAMORA, N., LOS defectos de la Constitución de 1931, Madrid, 1936, 
pp. 55-56. 
30. Ibid., p.56, in fine. 
31. El Debate, 1.1.1935. 
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veleidades de la política le obligaron a desistir de sus propósitos. El 
hecho es que en los primeros Consejos del nuevo año, 1935, —2,3 y 4 
de enero— Alcalá Zamora planteó el problema. Del examen de la 
Constitución y de la experiencia de sus aplicaciones «comprobé —decía 
Alcalá Zamora— sus daños o su inadaptación para el bien de España»32. 
«Se dictó o se planteó sin miras a la realidad nacional, que era la que se 
imponía». «Se procuró legislar obedeciendo a sus teorías, sentimientos o 
intereses del partido, sin pensar en esa realidad de convivencia patria, 
sin cuidarse a pensar de que se legislaba para España, como si ésta 
surgiese de nuevo o la Constitución fuese a regir en otro país, o sea, 
indiferente a la condición de aquél que se la dé o vaya a practicarla»33. 
Dividía a los españoles y hacía a la República «más que una sociedad 
abierta a la adhesión de todos los españoles, una sociedad estrecha con 
número limitado de accionistas y hasta con bonos privilegiados de 
fundador». «La inspiró un espíritu sectario que quiso consolidar solu-
ciones tendencionistas, imponiendo una fuerza parlamentaria pasajera, y 
no representativa de la verdadera y total voluntad nacional»3 4. «Se 
elevaron a la categoría, a la fortificación, al artillado de la Constitución, 
de la superlegalidad que ésta representa, cuantos problemas extraños al 
área de aquella dividían a los partidos, excluyéndose, por el contrario, 
aquellos en que hubiera una coincidencia extendida, signos o presunción 
de ser normas muy principales. Esto se parecía mucho a tararear la 
música más funesta y repulsiva de nuestras malas costumbres políticas, 
el trágala mortificante, agresivo, injurioso, contando esta vez a los 
mismos que habían ayudado a la victoria»35. «Se hizo una Constitución 
que invita a la guerra civil, desde lo dogmático, en que impera la pasión 
sobre la serenidad justiciera, a lo orgánico, en que la improvisación, el 
equilibrio inestable, sustituye a la experiencia y a la construcción sólida 
de los poderes»36. 
El plan trazado por el Presidente para la reforma constitucional en 
1935 era que, «pues se daba ya hecho todo lo principal y había 
coincidencia de opiniones sobre todos los puntos capitales, el proyecto 
3 2 . ALCALÁ-ZAMORA. N . . o.c, p. 8. 
3 3 . Ibid., p. 4 6 . 
3 4 . Ibid., p. 4 9 . 
3 5 . Ibid., p. 5 0 . 
3 6 . Ibid., p. 5 0 . 
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se redactara o se extractase durante el mes de febrero, presentándolo a 
fines de éste o a primeros de marzo a las Cortes, cuya Comisión dicta-
minaría en abril, adelantando el debate, a más de la totalidad, acerca de 
algunos artículos, antes de la vacaciones veraniegas. Suspendidas las 
sesiones y continuada luego la discusión durante el otoño, para noviem-
bre, aconsejé que se hiciese a los partidos de centro, y aún a los de 
izquierda, noble generosa invitación a que dieran sus votos que pocos 
días después —el 10 de diciembre— ya no serían necesarios, a fin de 
que una reforma transaccional, ponderada, fuese estabilidad y paz, no 
perenne inquietud constituyente y motivo de discordia. Si el requeri-
miento era desoído bastaba la simple mayoría y ésta era segura con los 
votos del llamado bloque gubernamental y de los partidos más afines 
dentro del campo republicano, sin necesidad de los monárquicos que 
aportaban más daño por el recelo de los demás, que provecho por el 
apoyo de su fuerza»37. 
Los ministros del Gobierno se percataron de los propósitos del 
Presidente de la República, que en buena parte coincidían con los de 
aquéllos y designaron al Ministro de Instrucción Pública, Dualde, buen 
jurista, para que recogiera en un Proyecto las sugerencias revisionistas 
de Alcalá Zamora. Mientras tanto la prensa de derechas pedía la divul-
gación de los discursos del Presidente en los famosos Consejos de los 
días 2, 3, y 4 de enero; la izquierdista se mostraba contraria a todo 
intento revisionista, porque el Gobierno «enemigo de la República» 
estaba interesado en desnaturalizar el espíritu democrático y laico que 
alentaba la Constitución. 
«Con ser tan vehementes en apariencia los deseos revisionistas, muy 
pronto —escribe Alcalá Zamora— comenzó la táctica dilatoria. Retardá-
base por diversos motivos, que eran variados pretextos, la deliberación 
de los grupos; cada uno de estos decía que por él no había dificultad, 
pero que faltaban detalles, trámites de régimen interior; surgía la difi-
cultad de alguna ausencia destacada; hubo la desventura de que a veces 
se traspapelaban los ejemplares. De este modo, sin que nadie se opusiera 
a la reforma y haciendo todos protesta de desearla, estimándola 
37. Ibid., p. 57. 
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indispensable, se perdieron el mes de enero, el de febrero y el de marzo 
(...)»38-
«El Gobierno de abril (...) dio impulso al proyecto de reforma (..). 
Encontrándome yo en el campo, llegó a mi el texto definitivamente 
redactado sobre la base del trabajo del señor Dualde, con modificaciones 
de supresión y fundamento muy acertadas, por el también distinguido 
profesor de Derecho Sr. Prieto Bances. Lo lei, y, con la advertencia de 
algunas erratas materiales, lo devolví aprobado en el acto, llegando a 
Madrid la siguiente mañana (...). Cayó aquel Gobierno; le remplazó otro 
en el que estaban representados los mismos elementos que enero, con 
progresiva influencia de las derechas, y como había vuelto a ser 
Ministro el Sr. Dualte (...) nada más fácil que volver a su texto, si así lo 
preferían, y presentarlo inmediatamente. Se perdió, sin embargo, el mes 
de mayo; (...) el Proyecto se presentó en junio. La Comisión no se eligió 
hasta julio (...). Contra mi recomendación se dejó el problema para 
otoño (...). Me di cuenta de lo que pasaba y a dónde se quería ir: a lo 
imposible, a prolongar la vida —legislativa— hasta fines de 1937»39. 
«Ya en la crisis de septiembre de 1935, la representación más 
autorizada de las derechas me habló, incidentalmente, con motivo de las 
consultas, de que, por desgracia, la reforma iba a ser imposible, o 
reducirse, a lo sumo, al artículo 125 (...). Yo prefería que el artículo 125 
lo acompañaran algunos más, aunque pocos, como testigos de lealtad en 
el intento (...), por eso con mejor deseo que ilusión hice esa propuesta, y 
por algunos momentos pareció que aún las fuerzas más reaccionarias de 
la mayoría accedían a ello (...). Pero todo eso era perder el tiempo, acu-
mular esfuerzo sobre unas Cortes ya agotadas, que apenas reunían 
número para la votación ordinaria de enmiendas o artículos, en los 
proyectos económicos o tributarios; que además se iban alejando visible-
mente de la opinión pública, que amenazaba con dar fácilmente una 
mayoría contraria»40. 
«La reforma constitucional estaba muerta, y aún se la enterró, 
provocando la crisis, la del 9 de diciembre del 35, cuya inevitable 
solución, contraria el deseo de la iniciativa, estaba advertida lealmente. 
38. Ibid., pp. 57-58. 
39. Ibid., p. 58. 
40. Ibid., pp. 59-60. 
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Todavía intenté evitar la disolución y llamar a la concordia, (...) pero la 
más violenta y demagógica de la campañas frustró una vez más el 
intento de transacción y los esfuerzos de la prudencia»41. 
La revisión que proponía Alcalá Zamora en la materia que nos 
interesa se refería a los artículos 26 y 27, y a los temas del capítulo II del 
Título III, sobre familia, economía y cultura. Desgraciadamente, esta 
revisión, que hubiera podido dar un giro importante, en el aspecto 
legislativo, a las relaciones Iglesia-Estado, no se llevó a cabo, como 
hemos podido ver en el relato de uno de los principales protagonistas de 
este intento de reforma. 
in. E L ANTEPROYECTO DE ESTATUTO JURÍDICO PARA LAS RELACIONES 
IGLESIA-ESTADO REPUBLICANO 
A. Preparación del Anteproyecto42 
La Subcomisión para las relaciones entre la Iglesia y el Estado 4 3, 
nombrada por Fernando de los Ríos, comenzó a trabajar en julio con el 
objetivo de facilitar el estudio de la situación futura de la Iglesia en 
España. 
En una primera etapa de su trabajo la Subcomisión se dedicó a 
recabar datos sobre los bienes económicos de la Iglesia y la situación de 
las Congregaciones religiosas, a la vez que se iniciaba el estudio sobre 
las ponencias sobre la orientación jurídica del Proyecto. 
La prensa informó sobre los trabajos de esta Subcomisión 4 4. Las 
noticias que se publicaron causaron una cierta preocupación en los 
medios eclesiásticos, más directamente interesados: los criterios econó-
micos que se iban a emplear, hasta la total desaparición del presupuesto 
41. Ibid.,p. 60. 
42. Cfr. DE MEER, F., o.c, pp. 68-71, y ARBELOA y MURU, V.M., El Proyecto de 
Concordato del Padre Postíus en 1934 en «Revista Española de Derecho Canónico», XXIX. 
1973,pp.221-226. 
43. La Subcomisión para el estudio de las relaciones Iglesia-Estado estaba compuesta por 
Francisco Romera Otazo, como Presidente, Manuel Pedroso, Ruiz Fernández Ainigo, Tomás 
Gómez Pinol, Luis Sierra Bermejo e Hipólito González Panado. 
44. Ver El Siglo Futuro, 22.VII. 1931; El Debate, 23 .VII. 1931 y 24.VII. 1931. 
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del Culto y Clero, una vez separada la Iglesia del Estado, se presentaban 
como una desamortización. 
El día 15 de julio de 1931, el Ministro de Justicia declaraba a los 
periodistas: «No creo que hasta fines de la próxima semana pueda 
entregar el Proyecto de Estatuto de relaciones entre la Iglesia y el Esta-
do, porque es de suyo muy complejo y hay que estudiar los aspectos que 
requieren una información que no existe en ninguno de los Ministerios 
españoles, y que ha obligado a dirigir órdenes circulares a los obispados 
y a los registros a fin de ir preparando esta labor»45. 
El día 24 del mismo mes, el Presidente de la Comisión Jurídica 
Asesora, Ossorio y Gallardo, salía al paso de la informaciones filtradas 
en la prensa en torno al Estatuto recordando lo que había sucedido en el 
Anteproyecto de la Constitución: «Con tal procedimiento sólo se logra 
extraviar la opinión de las gentes y provocar polémicas inútiles». «La 
realidad del caso —continuaba— es que la Subcomisión encargada de 
este trabajo esta todavía realizando sus estudios y aportando datos y 
cifras. Cuando haya terminado su propuesta la elevará al Pleno, y 
solamente cuando esté decidida será llegada la ocasión de acometer un 
examen y una glosa que, hoy por hoy, son enteramente inoportunos»46. 
Lo que sí parecía claro era que la naturaleza del Estatuto dependía 
claramente de la solución definitiva que la Cámara Constituyente diese a 
las relaciones del Estado con la Iglesia, así lo daba a entender el 31 de 
julio del mismo año Fernando de los Ríos cuando declaraba en los 
pasillos de las Cortes, que una vez que se pusiera a discusión el Título 
de la Constitución relativo a las relaciones de la Iglesia y el Estado, 
propondría él el nombramiento de una Comisión que entendiera en este 
problema para someterle el proyecto en que trabaja la Subcomisión 
jurídica47. 
El día 18 de agosto se presentaba a las Cortes el Proyecto de 
Constitución, que había redactado la Comisión parlamentaria, mucho 
más radical que el Anteproyecto que la mayoría de la Comisión Jurídica 
Asesora había sancionado el 30 de junio. Parecía que el Estatuto tenía 
pocas perspectivas de éxito. El Sol del 2 de septiembre de 1931 resumía 
45. El Sol, 16.Vn.1931. 
46. El Sol, 24.VE.1931. 
47. Ch.ElSol, 1.VDI.1931. 
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la solución que «la Comisión de Estatuto va a proponer a las Cortes»: 
supresión de consignación para el Culto a curatos y a beneficios 
vacantes, y mantenimiento del mismo al «clero vivo, entendiendo por tal 
al que de hecho ejerce su misión», durante 11 años, «en calidad de jub-
lación, amortizándose cuantas dotaciones vaquen»; el Estado pediría a 
los ciudadanos una declaración de sus creencias religiosas en un docu-
mento escrito, y a su vista el Estado concedería a la Iglesia un derecho 
de exacción para sostener el culto y después el clero; al parecer el 
Estado mismo se encargaría de hacer esta recaudación48. 
Pero la verdad es que nada de esto aparecía en el Estatuto, que 
frente a los nuevos rumbos que tomaba la Asamblea Constituyente, fue 
hundiéndose en el olvido y arrinconándose en los archivos del Minis-
terio de Justicia. 
Se perdía así una gran oportunidad para abrir caminos de solución a 
un viejo y complicado problema, al igual que ya había sucedido con el 
Anteproyecto de Constitución. 
B. El Anteproyecto de Estatuto Jurídico49 
El artículo I o , con casi las mismas palabras que el Decreto de 22 de 
mayo de 1931, proclamaba en su párrafo I o que la libertad de conciencia 
y el derecho a practicar libremente cualquier religión quedaban garanti-
zados en el Territorio español, salvo el respeto debido a las exigencias 
de la moral pública; y en su párrafo 2 o, que nadie estaría obligado a 
tomar parte en fiestas, ceremonias o prácticas religiosas, ni podía ser 
compelido a declarar sus creencias, así como que los funcionarios, tanto 
civiles como militares, se abstendrían de inquirir sobre la religión de 
quienes comparecieran ante ellos o les estuvieran subordinados, a no ser 
por motivos estadísticos. 
48. Cfr.£:/5o/,2.IX.1931. 
49. El texto del Anteproyecto de Estatuto Jurídico puede encontrarse en SOTO DE 
GANGOrn, J., Relaciones de la Iglesia Católica y el Estado Español. Madrid, 1940, pp. 170-177: 
Cfr. también ARBELOA, V . M . , El proyecto de Concordato... o.c, pp. 221-226, y DE MEER, F., 
Iglesia-Estado: las difíciles relaciones, artículo publicado en la revista «Actualidad española», 
25.m.l975. 
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El Estatuto, en el párrafo I o de artículo 2 o, establecía el principio, 
proclamado en la Constitución50, de la aconfesionalidad del Estado: «No 
existe religión de Estado». En su párrafo 2 o establecía el principio de la 
libertad de cultos al reconocer a todas las confesiones religiosas el dere-
cho de ejercer sus cultos, privada y públicamente, sin más limitaciones 
que las establecidas por el orden público. En este sentido, el artículo 9° 
del mismo Estatuto reconocía a las distintas congregaciones religiosas el 
derecho de reunión y manifestación por fines cultuales, si bien cuando la 
reunión o manifestación hubiera de celebrarse en vías públicas o en 
lugares de uso común, los que la convocasen, deberían solicitar, por 
escrito, el oportuno permiso del Gobernador civil en las capitales de 
provincia y de la Autoridad local en las demás poblaciones, veinticuatro 
horas antes, al menos, indicando el objeto, día, sitio y hora, de la reunión 
o manifestación. Las Autoridades citadas no podrán negar el permiso 
solicitado sino por las causas del derecho común que regulase el 
ejercicio de estos derechos. 
Parece lógica en este caso, la petición del oportuno permiso, aunque 
sólo fuera para avisar a la Autoridad pública, con miras a mantener el 
orden público y a garantizar el conveniente respeto a la reunión o 
manifestación pública; sin embargo, no parece que fuese ésta la inten-
ción del legislador, ya que una cosa es comunicar ( o avisar) la cele-
bración del acto al menos con 24 hs. de antelación y otra solicitar 
permiso. Parece razonable pensar que, ante la posibilidad de denegar el 
permiso, sería un riesgo extremado la convocación para la reunión o 
manifestación si tenemos en cuenta que horas antes los convocantes 
podrían recibir la denegación del permiso solicitado. De este modo, el 
derecho de reunión y manifestación parece que quedaba en pura 
formalidad. 
También establecía el Estatuto la equivalencia entre promesa y 
juramento, de tal modo que siempre que las leyes exigieran como 
garantía de fidelidad en el desempeño de un cargo o en el cumplimiento 
de un deber la promesa, sería potestativo del que la prestase sustituirla 
por el juramento religioso51. Este artículo del Estatuto es de absoluta 
50. Cfr. art. 3 o de la Constitución. 
51. Cfr. art. 4 o del Estatuto. 
3 1 6 JUAN ANTONIO GONZÁLEZ V ALDÉS 
actualidad en la vida política española con la alternancia de los diversas 
formaciones políticas en el poder. 
El párrafo 2 o del artículo 2 o proclama otro principio que llegaría a 
ser, también, constitucional: que la condición religiosa no constituiría 
circunstancia modificativa de la personalidad civil, ni política. 
Un punto interesante era el referente a las tutelas jurídicas para la 
autonomía de la vida política que se regulaban en los artículos 3 o y 5 o , 
párrafo 3 o del Anteproyecto: 
Artículo 3o: «Nadie podrá invocar sus opiniones religiosas para 
justificar una infracción legal o el incumplimiento de sus deberes 
legales». 
Artículo 5o, párrafo 3o: «Los ministros de los distintos cultos se 
abstendrán, en el ejercicio de su ministerio, de poner la autoridad 
espiritual al servicio de los partidos políticos, ya sea por medio de 
predicación, ya sea por medio de escritos o en otra forma cualquiera». 
Este último artículo refleja la conveniencia de la no intromisión de 
los ministros del culto en los asuntos políticos, aunque no deja a salvo el 
caso en que la Jerarquía de la Iglesia pudiera disponer que los católicos 
de una nación apoyasen a una determinada opción política. 
La personalidad jurídica de la Iglesia sería otra de las cuestiones 
resueltas. El Estatuto consideraba a la Iglesia como una sociedad de 
interés general que estaba dentro del ordenamiento jurídico del Estado. 
La Iglesia sería una Corporación de Derecho Público 5 2. Este era para 
algunos políticos el modo eficaz de someter a la Iglesia al Estado. 
Entendían que las Corporaciones de Derecho Público se originaban en el 
reconocimiento por parte del Estado de cierta autonomía a una entidad 
con un fin de interés público: el Estado marcaba los límites de autono-
mía y se reservaba el derecho de inspección y control53. 
Así, el Estatuto garantizaba a la Iglesia el libre ejercicio de su poder 
espiritual y de su jurisdicción5 4, aunque sus facultades jurisdiccionales 
quedarían circunscritas a los límites del Derecho Canónico, sin menos-
52. Cfr. art. 5 o párrafo I o del Estatuto. 
53. Cfr. los discursos de Enrique Ramos —Acción Republicana—, Rafael Guerra del Río 
—radical— y Manuel Azaña —Acción Republicana— en Extracto Oficial de las Cortes 
Constituyentes, núm. 53 (9.X.1931), p. 22; núm. 54 (10.X.1931), pp. 31, núm. 55 (13.X.1931), 
p.28. Nota tomada de DEMEER, F., Iglesia-Estado...^. n".14. 
54. Cfr. art. 6 o , párrafo I o del Estatuto. 
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cabo de la soberanía del Estado, y, además, las sentencias de los tribu-
nales eclesiásticos no surtirían efectos en el orden civil55. El artículo 7, 
párrafo 1° del Estatuto decía que el Estado reconocía a la Iglesia cató-
lica, dentro de su organización jerárquica en España, personalidad jurí-
dica con arreglo a la legislación común. Por consiguiente, las parroquias, 
cabildos, prelaturas, abadías, obispados, arzobispados y demás organis-
mos legalmente constituidos ostentarían el carácter de persona moral o 
jurídica. 
En cuanto a los bienes de la entidades religiosas, el artículo 7 o, 
párrafo 2 o , del Estatuto establecía que la propiedad de los bienes de 
cualquier naturaleza que fueran pertenecientes a las mencionadas entida-
des eclesiásticas, quedaban bajo la salvaguarda de la Constitución de la 
República. Además, todos los muebles e inmuebles pertenecientes a 
entidades eclesiásticas, dignos de ser conservados para la Nación, por 
razón de su mérito artístico o histórico, formarían parte del Tesoro 
Artístico Nacional56. Constituirían el patrimonio artístico y arqueológico 
de la Iglesia española los monumentos y sus fragmentos arquitectónicos, 
esculturas, pinturas, grabados, dibujos, cerámicas, vidrios, medallas, 
inscripciones, tapias, libros, telas, cálices, manuscritos, muebles, obras 
de orfebrería, hierros y metales preciosos y, en general, todos los objetos 
de notable valor por su mérito artístico o histórico cuya posesión o 
dominio perteneciera a personas jurídicas eclesiásticas57. El patrimonio 
artístico y arqueológico quedaría bajo la tutela y protección del Estado: 
su conservación y tutela se declaraba de utilidad pública5 8. No podría 
intentarse el derribo ni obra alguna de modificación o reparación de los 
edificios del patrimonio artístico y arquitectónico de la Iglesia que 
hubieran sido declarados monumentos nacionales, sino en virtud de 
expediente aprobado, previo informe de las Academias nacionales 
correspondientes, por el Ministerio de Instrucción Pública 5 9. Las 
personas jurídicas eclesiásticas no podrían, ni por sí ni por quienes 
ostentasen su representación legal, enajenar ni exportar bienes del 
patrimonio artístico ni arqueológico de la Iglesia, sin autorización del 
55. Cfr. art. 6 o , párrafos 2 o y 3 o del Estatuto. 
56. Cfr. art. 21°, párrafo I o del Estatuto. 
57. Cfr. art. 21°, párrafo 2 o del Estatuto. 
58. Cfr. art. 21°, párrafo 3 o del Estatuto. 
59. Cfr. art. 22°, párrafo I o del Estatuto. 
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Ministerio de Instrucción Pública, siendo responsables del incumpli-
miento de lo que se prescribía en este artículo los Ordinarios dioce-
sanos 6 0. El rescate de los objetos enajenados o exportados se realizaría 
por el Estado a expensas de la Diócesis o del Instituto religioso a cuya 
posesión o dominio pertenecen aquellos6 1. 
Por otra parte, el artículo 10, párrafo I o , del Estatuto garantizaba el 
derecho de asociación para fines religiosos. Sin embargo, los fines de las 
asociaciones religiosas y los medios para atenderlos no podrían ser 
contrarios a las leyes. Las asociaciones religiosas ordenarían automática-
mente su régimen interno dentro de las leyes del Estado 6 2 . Toda 
asociación religiosa debería inscribirse en el registro público correspon-
diente con arreglo a la Ley 6 3 . En este artículo del Estatuto se da un paso 
más en el control casi absoluto que quiere tener el Estado sobre la 
Iglesia y, en general, sobre cualquier manifestación religiosa. 
Sin perjuicio de lo que dispusiera la Ley de asociaciones, las comu-
nidades religiosas domiciliadas en territorio español se ajustarían a las 
siguientes normas: 
1.° En el tiempo máximo de un mes deberían presentar en el 
Gobierno civil de la Provincia: 
a) dos ejemplares de sus estatutos, en los que se expusiese la forma 
de gobierno tanto de sus provincias canónicas o agrupaciones monásti-
cas asimiladas, como de sus casas, residencias u otras entidades locales; 
b) exposición de los fines sociales, si procediera, a que se dedicase 
el instituto religioso respectivo y la casa o residencia cuya inscripción se 
solicitase; 
c) certificación expedida por el Registro de la Propiedad de las 
inscripciones relativas al edificio que la comunidad ocupase; 
d) relación jurada de todos sus bienes muebles e inmuebles, tanto 
de los que poseyeran directamente como por persona interpuesta. La 
ocultación o falsedad en cantidad, valor o precio equivalente a la cuarta 
parte de los bienes declarados, determinaría la expulsión del territorio 
60. Cft. art. 22°, párrafo 2 o y 3 o del Estatuto. 
61. Cfr. art. 22°, párrafo 4 o del Estatuto. 
62. Cfr. art. 10°, párrafo 2 o del Estatuto. 
63. Cfr. art. 10°, párrafo 3 o del Estatuto. 
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español del respectivo instituto religioso, en virtud de sentencia judicial 
firme. 
2.° Los superiores provinciales o locales deberían poseer naciona-
lidad española. 
3.° Toda casa o residencia religiosa llevaría y exhibiría a las auto-
ridades, cuando éstas lo exigieran, registro de los nombres, apellidos y 
condiciones de sus miembros, expresando los que ejercieran cargo de 
administración, gobierno o representación. Del nombramiento o elección 
de éstos se daría conocimiento por escrito al Gobernador civil de la 
Provincia dentro de los cinco días siguientes al que tuvo lugar el 
nombramiento o elección. 
4.° Se llevarían, asimismo, libros de contabilidad, previamente 
sellados, en los que figurasen todos los ingresos o gastos de la casa o 
residencia religiosa, o de la provincia canónica, según los casos, 
haciendo constar la procedencia de los ingresos y la inversión de los 
gastos. Anualmente remitirían un balance general al Registro de la 
Provincia64. 
Los institutos religiosos, sus provincias canónicas o agrupaciones 
monásticas asimiladas, sus casas y residencias, inscritos en el Registro 
de asociaciones, gozarían, a tenor del Derecho común, de facultad de 
adquirir, enajenar, poseer y administrar bienes de todas clases, de 
capacidad procesal activa y pasiva y de los demás derechos y atribu-
ciones inherentes a la persona moral o jurídica. Cuando un instituto 
religioso poseyera varias casas o residencias en territorio español, todas 
responderían solidariamente de las obligaciones contraídas por una sola 
de ellas o por la provincia canónica o agrupación monástica6 5. Sin 
embargo, las personas jurídicas eclesiásticas, sus bienes y actividades 
estarían sometidas a las leyes fiscales del Estado, región, provincia o 
municipio, excepto los Seminarios diocesanos, las casas parroquiales y 
los templos destinados al culto público66. 
En el artículo 8° del Estatuto se establecía que en sustitución del 
Patronato que la Corona ejercía sobre la provisión de oficios y benefi-
cios eclesiásticos, la República española se reservaba la facultad de 
64. Cfr. art. 1 I o del Estatuto. 
65. Cfr. art. 12°, párrafos I o y 2° del Estatuto. 
66. Cfr. art. 13° del Estatuto. 
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declarar persona no grata al eclesiástico designado para un sede epis-
copal, contra el cual existieran objeciones de carácter político. Se enten-
día por objeciones de carácter político, todas las que el Gobierno funda-
mentase en razones relacionadas con la seguridad del Estado. En este 
artículo se consignaba el derecho al veto en los nombramientos episco-
pales; este precepto, de formulación tajante, se originaba en la entendida 
larga experiencia de intromisiones políticas de la jerarquía de la Iglesia, 
cuya actividad pastoral podía ser instrumentalizada con un fin político 
por la influencia social de la Iglesia en España. Como se ve, la descon-
fianza por parte del legislador ante la Iglesia y los eclesiásticos era 
máxima. 
Por lo que se refería a la cuestión de la enseñanza, el Estatuto decía 
que el escolar tendría derecho a la enseñanza religiosa, pero el maestro 
no podría ser obligado a prestarla contra su conciencia67. Se reconocía a 
la Iglesia Católica y a los demás cultos admitidos en el Estado la facul-
tad de enseñar religión a los alumnos de sus confesiones respectivas en 
los centros docentes de carácter público68; la verdad es que este recono-
cimiento no deja de ser positivo. Los padres o representantes legales 
disconformes con que sus hijos o pupilos, menores de 16 años, reci-
bieran instrucción religiosa, lo harían constar por escrito, en el acto de 
formalizar la matrícula, ante el maestro o profesor a quien correspon-
diera la dirección de la escuela primaria o establecimiento secundario69. 
Aún ahora en los tiempos actuales se discute sobre si, para estos casos, 
se debe impartir una asignatura de ética o no; en la legislación republi-
cana, como se ve, no estaba previsto así. 
Por otra parte, las personas jurídicas eclesiásticas podrían fundar y 
dirigir establecimientos docentes de enseñanza primaria, secundaria y 
superior, siempre que su organización y régimen pedagógico se confor-
masen con los preceptos de la legislación común. Los planes de ense-
ñanza de los mencionados establecimientos deberían ser comunicados, 
para su aprobación, al Ministerio de Instrucción Pública, antes de que 
diera comienzo el curso escolar. Las autoridades académicas, en sus 
varios grados, ejercerían la inspección y vigilancia de dichos centros 
67. 
68. 
69. 
Cfr. art. 15°, párrafo 1° del Estatuto. 
Cfr. art. 14°, párrafos I o y 2° del Estatuto. 
Cfr. art. 14°, párrafo 3 o del Estatuto. 
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docentes 7 0. Parece lógico que sea así, ya que corresponde al Estado en 
último término expedir los títulos y velar por la calidad en la enseñanza. 
La cuestión del matrimonio71 intentaba solucionarse con un artículo 
de sobria redacción que coincidía al pie de la letra con el correspon-
diente del Anteproyecto de Constitución de la Comisión Jurídica Ase-
sora7 2. Se pretendía eliminar toda polémica sobre el tema. 
Por lo que se refiere a loa cementerios, los civiles serían comunes a 
todos los ciudadanos, sin diferencias fundadas por motivos confesio-
nales. Los distintos cultos podrían practicar en ellos los ritos funera-
rios73. La guarda, conservación y el régimen de enterramientos en los 
cementerios civiles correspondería a la autoridad municipal 7 4. 
Los Municipios que no tuvieron cementerio público de su propiedad 
vendrían obligados a construirlos en el plazo que determinase la Ley 7 5 . 
Por otra parte el Estado reconocía a la Iglesia el derecho de poseer 
cementerios propios destinados a la inhumación de sus fieles. Igual dere-
cho tendrían los demás cultos reconocidos por el Estado. Los cemen-
terios confesionales, sin embargo, quedarían sometidos a la legislación 
sanitaria del Estado y a los impuestos generales y exacciones municipa-
les 7 6 . Ahora bien, en ningún caso se permitiría la inhumación en los 
templos o en sus criptas ni en las casas religiosas o en locales anejos a 
unas y otras, salvo el derecho tradicional de los obispos a ser enterrados 
en su propia iglesia Catedral77. 
Correspondería a los padres y tutores determinar la sepultura que 
hubiera de darse a los que no alcanzaran la edad para testar. La voluntad 
expresa del difunto o, en su defecto, la interpretación que de ella hicie-
ran sus familiares o causahabientes, sería la que decidiera el carácter del 
enterramiento, sin que se precisase la abjuración del propio credo 
religioso7 8. 
70. Cfr. art. 15° del Estatuto. 
71. Cfr. art. 17° del Estatuto. 
72. Cfr. art. 27°, párrafo I o del Anteproyecto de Constitución. 
73. Cfr. art. 18°, párrafo I o del Estatuto. 
74. Cfr. art. 18°, párrafo 2 o del Estatuto. 
75. Cfr. art. 18°, párrafo 3 o del Estatuto. 
76. Cfr. art. 19°, párrafo I o del Estatuto. 
77. Cfr. art. 19°, párrafo 2 o del Estatuto. 
78. Cfr. art. 20° del Estatuto. 
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El artículo 23 del Estatuto establecía que todas las instituciones de 
beneficencia particular cuyo patronato, dirección o administración 
correspondiera a las autoridades, corporaciones o personas jurídicas 
eclesiásticas, vendrían obligadas, si ya no lo estuvieren, a rendir cuentas 
anualmente al Ministerio de la Gobernación del estado de sus bienes y 
de su gestión económica aunque por título fundacional hubieran sido 
exentas de rendirlas79. Sin perjuicio de las atribuciones que sobre ellas 
concedía al Estado la legislación vigente, el Gobierno dispondría medi-
das oportunas para acometer el plan de su adaptación a las nuevas 
necesidades sociales, respetando, en cuanto cupiese, la voluntad de los 
fundadores, principalmente en lo referente al levantamiento de cargas8 0. 
Finalmente, el artículo 24 del Estatuto se refería a la República 
española, considerando cancelados los compromisos económicos reco-
nocidos en los artículos 38 y 39 del Concordato de 1851, en la Ley de 4 
de abril de 1860, y en el Convenio-Ley de 24 de junio de 1867. Dicho 
artículo declaraba extinguidas todas las obligaciones y cargas de justicia 
que hasta el momento venían consignando los presupuestos generales 
del Estado para dotación de Culto y Clero. En lugar de las cantidades 
hasta el presente afectadas a dicha dotación, el Estado entregaría a la 
Iglesia las inscripciones intransferibles de la Deuda Pública convalidada 
del Estado al 3% emitidas como consecuencia de lo estipulado en el 
Convenio con la Santa Sede de 25 de agosto de 1859 y que aún no 
hubiesen sido entregadas a la Iglesia. 
IV. INTENTOS DE ACUERDO IGLESIA-ESTADO EN EL SEGUNDO BIENIO 
A. Necesidad de un Concordato o «modus» vivendi*1 
Reservada parecía estar a la República la obra demoledora del Con-
cordato de 1851, a pesar de que, ya desde la discusión del Proyecto de 
Constitución, oradores parlamentarios de varias tendencias pretendían 
disuadir a las Cortes de dar un paso tan atrevido y tan desviado: «Hay un 
7 9 . Cfr, art. 2 3 ° , párrafo I O del Estatuto. 
8 0 . Cfr. art. 2 3 ° , párrafo 2 O del Estatuto. 
8 1 . Cfr. REGATILLO, G. , Concordatos, 1 9 3 3 , Santander, pp. 2 6 4 - 2 7 9 . 
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Convenio —exclamaba don Basilio Alvarez en la sesión de 28 de agosto 
de 1931— existe un Concordato. ¿No se está conforme? A denunciarlo, 
como hacen los caballeros, como hace la gente hidalga, remplazar las 
obligaciones por su sustitutivo»82. 
Sin embargo, sin previa denuncia, por su sola voluntad unilateral, 
las Cortes y el Gobierno de la República iban a vulnerar, repetidamente, 
el texto concordatorio. 
Roto, pues, por el Gobierno de la República el Concordato de 1851, 
se hacía apremiante la estipulación de uno nuevo: 
«Apremiante, porque en verdad el antiguo en varios puntos resulta 
anticuado. 
«Apremiante, porque ya algunos artículos son letra muerta o poco 
menos. 
«Apremiante, porque aún las cosas que de él convenga conservar 
viene bien que se ratifiquen y confirmen y remocen por un nuevo 
convenio. 
«Apremiante, para aclarar dudas que con buena o mala intención se 
han ido suscitando en el correr de los tiempos y para cuya resolución 
según el artículo 41 deben entenderse amigablemente ambas partes 
contratantes. 
«Apremiante, porque la conciencia nacional se siente herida con tal 
brutal conculcación de todos los derechos divinos y humanos. 
«Apremiante, porque el sentimiento católico de la mayoría de los 
españoles no puede reposar mientras así se le pisotee. 
Apremiante, para la misma paz y prosperidad material de la nación 
(...)»». 
Pero este acuerdo con la Santa Sede difícilmente podía darse mien-
tras durase el Gobierno de Azaña y las Cortes Constituyentes. El concor-
dato parecía a los hombres del primer bienio —de un anticlericalismo 
tipo siglo XIX— nefando y depresivo para la dignidad y soberanía del 
poder público. La victoria de las fuerzas políticas de centro-derecha en 
las elecciones de noviembre de 1933 abrían esperanzas de un acuerdo 
entre la Iglesia y el Estado republicano, al ser la mayoría de dichas fuer-
zas políticas partidaria de establecer relaciones con la Santa Sede. 
82. Cita tomada de REGATILLO, G., O. C, p. 265. 
83. REGATILLO, G., O.C, p. 267. 
324 JUAN ANTONIO GONZALEZ VALDES 
B. En busca de un Concordato o «modus vivendi»*4 
En otoño de 1933, como hemos visto, se celebraron las primeras 
elecciones legislativas después de la promulgación de la Constitución, 
con triunfo de las derechas, que el Cardenal Vidal i Barraquer ya había 
previsto, según su informe transmitido a la Secretaría de Estado el 6 de 
diciembre del mismo año. 
Dentro del programa conciliador que el Cardenal de Tarragona se 
había propuesto desde el comienzo de la República, estaba, como 
sabemos, el acuerdo amistoso entre ésta y la Santa Sede. Vidal i 
Barraquer buscaba, al menos, un modus vivendi. 
El 22 de febrero de 1934 Vidal i Barraquer e Ilundain viajaron a 
Roma8 5: el propósito que les llevaba a la Ciudad Eterna era, además de 
los asuntos ordinarios, preparar los caminos para un futuro acuerdo86. 
Por aquellas mismas fechas era nombrado por el Gobierno de la 
República Leandro Pita Romero —Ministro de Asuntos Exteriores—87 
como embajador de España ante la Santa Sede, con el encargo de activar 
las negociaciones. 
El Cardenal de Tarragona volvió a España a principios de abril: 
traía el encargo de Pacelli de elaborar un estudio reservado que pudiera 
servir de base a la futura negociación de un modus vivendi. Vidal i 
Barraquer lo envió a Roma, con una carta adjunta, a través de Ángel 
Herrera. 
En la citada carta adjunta Vidal le expresaba a Pacelli que era pre-
ciso tener en cuenta que ni el Gobierno ni las Cortes admitirían ningún 
tipo de acuerdo que se opusiera a la Constitución vigente, «cuyos pre-
ceptos habrá que soslayar viendo de evitar indirectamente del daño que 
podría causar a la Iglesia de aplicarse con todo rigor» 8 8. Vidal i 
Barraquer preveía, sin embargo, cuál podría ser el camino que llevase a 
84. Cfr. MUNTANYOLA, R., o.c, pp. 259-274. Cfr. también ARBELOA y MURU, V.M., El 
Proyecto de Concordato del Padre Postíus en 1934, en «Revista Española de Derecho 
Canónico», Vol. XXIX, 1973, pp. 205-226. 
85. Carta de Vidal i Barraquer a Tedeschini, 18 de febrero de 1934. 
86. Carta de Vidal i Barraquer a Alcalá Zamora desde Roma, 28 de febrero de 1934. 
87. Era Pita Romero un abogado gallego dirigente experto en asuntos negociadores, 
católico y amigo del Presidente de la República. Parecía la persona idónea para llevar las 
negociaciones: en esto estaban de acuerdo la Jerarquía y el Gobierno. 
88. Carta adjunta al estudio reservado de Vidal a Pacelli. 
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un futuro acuerdo: a través de un modus vivendi «pueden (...) ser 
modificadas las leyes posteriores, aún las aclaratorias complementarias 
de la Constitución-Ley de Confesiones y Congregaciones Religiosas, del 
Tesoro artístico, Cementerios, etc.—porque una vez aprobado el modus 
vivendi por las Cortes derogaría y modificaría las leyes anteriores»89. 
Seguidamente subrayaba su parecer sobre la clase de convenio que se 
necesitaba: «sólo creo viable actualmente un modus vivendi, en espera 
de que , reformada la Constitución, si las derechas tienen prudencia, 
unión y paciencia, puede llegarse a un ventajoso Concordato que aquélla 
hoy no permite»90. 
El estudio preparado por Vidal i Barraquer contenía los siguientes 
puntos: 
1.° Garantías de la situación de la Iglesia. 2.° Libertad religiosa de 
los católicos. 3.° Reconocimiento de la Jerarquía. 4.° Independencia en 
los nombramientos eclesiásticos. 5.° Demarcaciones jurisdiccionales. 
6.° Régimen de la propiedad. 7.° Instituciones benéficas. 8 o Enseñanza. 
9.° Defensa religiosa de los cementerios. 10.° Compañía de Jesús. 
11.° Primado de Andorra. 12.° Tesoro artístico. 13.° Denuncia del modus 
vivendi. 
Por otra parte, Pita Romero preparó un Anteproyecto que presentó a 
Alcalá Zamora, que retocó algunas puntos. Muchos puntos coincidían 
con el proyecto de Vidal i Barraquer, y tanto éste como el Presidente de 
la República estaban de acuerdo en la urgencia de las negociaciones que 
—en el parecer de Alcalá Zamora— debían de acelerarse antes de que 
en el Gobierno hubiera un mayor predominio de las derechas que harían 
más difícil el convenio y, por tanto, menos duradero91. Pita llegó a Roma 
el 4 de junio y las negociaciones comenzaron el 18. Mientras tanto el 
Nuncio multiplicaba sus encuentros con Alcalá Zamora; Vidal tenía una 
asidua correspondencia con Pacelli, y Pita Romero movía todos los 
resortes diplomáticos, pese a las sospechas y temores de algunos, com-
partidas en parte a veces por Vidal, ya que tanto la izquierda como la 
derecha estaban empeñadas en que las negociaciones no se llevaran 
89. Ibid. 
90. Ibid. 
91. De las Memorias de Alcalá Zamora, recogida en ARRARÁS, J., Historia de la II 
República española, p. 438, Madrid 1974. Cuatro tomos. 
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cabo. Alcalá Zamora escribía en sus Memorias que «conoce y ha 
informado ya a Roma del documento de protesta contra la negociación 
inspirado por Goicoechea y otros monárquicos españoles»92. 
Sin embargo, a pesar del interés de la jerarquía y las instituciones 
republicanas, las negociaciones se desarrollaban muy lentamente. 
Existían obstáculos, como la concesión de efectos civiles al matrimonio 
canónico, que impedían seguir avanzando. 
Así estaban las cosas, cuando Pita Romero, con ocasión de un viaje 
a Madrid, se entrevistó secretamente con Vidal i Barraquer, exponién-
dole sus preocupaciones respecto al éxito de su misión 9 3: según el 
embajador ante la Santa Sede, el ambiente no era propicio para la 
negociación, ya que el Vaticano no estaba de acuerdo con las propuestas 
del Gobierno español; se quejaba también de que la diplomacia vaticana 
no le comunicase sus propias aspiraciones, actitud que el Gobierno 
tendría que interpretar como imposibilidad para llegar a un acuerdo94. 
Vidal i Barraquer intervino de nuevo ante el Vaticano intentando 
sacar el problema del punto muerto en que se hallaba: aun comprendien-
do los límites estrechos que la Constitución imponía para la negociación, 
intentó presionar a la Secretaría de Estado para que se pusieran cuanto 
antes las bases para una negociación, tan importantes para llegar al 
acuerdo deseado95. 
Poco tiempo después de la carta del cardenal de Tarragona, Pacelli, 
nombrado legado pontificio al Congreso Eucarístico de Buenos Aires, 
iba a hacer escala en Barcelona, de paso para América. Por sugerencia 
de Vidal i Barraquer, en el interior del Conté Grande, se trató largamen-
92. Ibid. 
93. Carta de Vidal i Barraquer a Pacelli, 2 de Septiembre de 1934. 
94. En este sentido puede entenderse lo que escribía Pita Romero a Lerroux, Presidente 
del Gobierno varias semanas antes: «el panorama de la negociación es fácil y muy posible. Pero 
esta gente pone estudiadas calmas en el trámite de los más sencillos asuntos. Se han 
acostumbrado a contar con la eternidad y están conscientes de que en un Estado sin crisis ni 
partidos como el Vaticano se pueden afrontar las mudanzas y rivalidades de los otros con la 
impasibilidad con las que las rocas ven llegar y marcharse las olas. Tienen cierto fetichismo por 
ganar tiempo que consiste en perderlo, ignoro qué coyunturas más favorables que se cuecen en la 
calenturienta imaginación del Nuncio o quien quiera que sea el informador acreditado. Tiene esta 
gente la cautela enfermiza de los débiles y vive siempre esperando, aguardando, no 
precipitándose, eternizándose» (Carta de 4.VÜI.1934). 
95. Carta de Vidal i Barraquer a Pacelli, 2 de Septiembre de 1934. 
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te el tema del modus vivendi. Durante la ausencia de Pacelli, se parali-
zaron las gestiones por expreso deseo de Pío XI. 
Roma era partidaria más bien de un Concordato que de un modus 
vivendi, temiendo que éste fuera un obstáculo en el futuro. Sin embargo, 
Vidal llegó a conseguir que las dos partes estuvieran de acuerdo en los 
siguientes puntos: 
a) las negociaciones han de llevarse a cabo en los límites de la 
Constitución; 
b) el modus vivendi establece la apertura automática de las nego-
ciaciones para el Concordato el cual supone la reforma de la Consti-
tución; 
c) necesidad de continuar las gestiones sin interrupción. 
El 3 de diciembre el Cardenal informó a Pacelli del cambio de la 
situación política con la entrada en el Gobierno de más elementos cató-
licos (CEDA, agrarios, Lliga, etc.). Con ocasión de la Conferencia de 
arzobispos, Vidal se había entrevistado en Madrid con Alcalá Zamora la 
segunda quincena de noviembre, logrando del Presidente y de algunos 
miembros del Gobierno una transición. El Presidente aconsejó a Pita Ro-
mero volver a Roma con amplias facultades para llegar a un acuerdo96. 
Sin embargo, las negociaciones no llegaron a buen término. A 
comienzos de 1935, el embajador ante el Vaticano envió al consejero 
canónico de la embajada a entrevistarse con el arzobispo de Tarragona 
para hablarle sobre una posible consulta al episcopado sobre el asunto 
del modus vivendi. Pita temía esta consulta; Vidal le tranquilizó, aunque 
vio que las cosas iban mal 9 7. 
Efectivamente, el día 31 de enero Pacelli le comunicaba que Pío XI 
había dispuesto que la cuestión del modus vivendi fuera sometida a la 
reunión plenaria de la Congregación de asuntos extraordinarios. Vidal i 
Barraquer hizo lo que estuvo en su mano para aconsejar al Vaticano, el 
voto favorable, teniendo en cuenta las campañas integristas difamando 
al Nuncio y a cuantos buscaban la concordia, y fomentando la rebelión 
contra la República98. 
96. Carta de Vidal i Barraquer a Pacelli, 29 de Noviembre. 
97. Carta de Vidal i Barraquer al Secretario de Estado, 27 de Enero de 1935. 
98. Carta de Vidal i Barraquer a Pacelli, 14 de Marzo de 1935. 
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Pío XI, después de estudiar el dictamen de la Comisión cardenalicia, 
consideró el modus vivendi inaceptable. El cardenal Pacelli se lo comu-
nicaba, en carta del 25 de Marzo, a Vidal i Barraquen 
«He recibido oportunamente la venerada carta de V.E.R. de fecha de 
11 del corriente relativa al grave e importante asunto del modus vivendi. 
»E1 Santo Padre me ha encargado comunicarle que Su Santidad 
después de haber largamente rezado y ponderarlo todo, después de haber 
oído el parecer de los eminentísimos Padres componentes de la Sagrada 
Congregación de asuntos eclesiásticos extraordinarios: 
«Considerando, de una parte que tal modus vivendi debería siempre 
mantenerse dentro de los límites de una Constitución inicua y condena-
toria de la Iglesia, por lo que estaría afecto de tal vicio de origen; 
«Considerando, por otra parte, que la mencionada Constitución, por 
lo que afirma no puede ser actualmente modificada; que hasta ahora no 
existe una suficiente y sólida garantía que aquélla —la Constitución— 
lo será en el futuro como exigen los sacrosantos derechos de la Iglesia; 
pues no se ve con claridad que el modus vivendi puede ser realmente una 
verdadera y positiva preparación para la reforma de la Constitución; que 
así la Santa Sede, haciendo ahora en el modus vivendi inevitables conce-
siones al Estado, que le perjudicarían en las negociaciones para el futuro 
Concordato, no haría sino empeorar su posición en las mismas. 
«Su Santidad, con gran sentimiento, no considera oportuno acceder 
a la propuesta de llegar a concluir el mencionado acuerdo provisional. 
«El Augusto Pontífice confía del celo de los obispos de España, el 
clero y fieles que procurarán con gran interés y energía reclamar y 
obtener del Gobierno las mejoras y mitigaciones de las vigentes leyes 
antirreligiosas que, si bien por desgracia deben mantenerse en el ámbito 
de la Constitución, eliminen por lo menos las más destacadas asperezas 
de la actual situación. 
«Estas modificaciones deseadas, por parte de la Santa Sede, podrán 
más fácilmente allanar el camino para un Concordato satisfactorio y 
definitivo, que es anhelo común de la Santa Sede, del episcopado, y de 
la nobilísima nación española». 
A Vidal i Barraquer le dolió mucho la decisión papal, pero la acató 
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sin más réplicas sintiéndose libre de toda responsabilidad". La decisión 
de Roma supuso también, un duro golpe para los católicos que colabora-
ban con el régimen republicano. 
C. El Proyecto de Concordato del Padre Postíus en 1934100 
Tras este breve encuadre histórico, estamos en condiciones de 
entender mejor el Proyecto de Concordato que el ilustre canonista clare-
tiano, P. Juan Postíus, presentó al Ministro de Estado el 28 de julio de 
1934, bajo el título de «Sugerencias para un Concordato con España». 
Sin más precedentes, vamos a examinar el citado Proyecto. 
El Proyecto iba precedido de un párrafo a modo de preámbulo, en el 
que el autor explicaba que consideraba necesario o muy conveniente un 
Concordato, más bien que un modus vivendi, aunque podría adoptarse la 
forma que se creyera más oportuna. 
El articulado empezaba con un artículo que en su párrafo I o esta-
blecía que el Estado español, no obstante el principio de separación de la 
Iglesia y el Estado proclamado en la Constitución de la República, reco-
nocía que la Religión Católica, Apostólica y Romana fue y era aún en el 
presente la religión de la mayoría de los españoles, mereciendo por este 
mero concepto a todas las Autoridades de la República la mayor 
consideración a su dignidad y las garantías de protección a su jerarquía o 
potestad espiritual y el amparo oficial de los derechos, corporaciones, 
asociaciones e instituciones católicas1 0 1. 
En el párrafo 2 o decía que la Iglesia, por su parte, reconocía la 
soberanía del Estado, proclamaba obediencia a la Autoridades de la 
República, les señalaba puesto de honor en los actos de culto, ordinarios, 
extraordinarios o tradicionales a que asistieran espontáneamente o previa 
invitación, y prescribía en la liturgia oraciones oficiales, por la Nación, 
su ejército y sus gobernantes, en la forma tradicional recibida en España 
desde los reyes godos 1 0 2. 
99. Carta de Vidal i Barraquer a Pacelli, 28 de Abril de 1935. 
100. En ARBELOA,V.M., El proyecto de Concordato o.c. Se puede encontrar el texto 
del Proyecto de Concordato en pp. 216 a 220. 
101. Cfr. artículo I o , párrafo I o . 
102. Cfr. artículo I o , párrafo 2 o . 
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En el párrafo I o del artículo 2 o del Proyecto se establecía que el 
Estado reconocía a la Iglesia Católica los siguientes derechos: el de 
regirse con plena independencia; el de nombrar libremente a todos sus 
ministros, servidores y dependientes; el de reglamentar sus corpora-
ciones, asociaciones e instituciones, para su gobierno o régimen interno; 
el de profesar y ejercer libremente el culto católico, dentro y fuera de los 
templos; y, en general, todos los derechos, individuales y corporativos 
de la comunicación con la jerarquía, de apostolado y predicación, de 
asociación, manifestación y apropiación, de enseñar de sus doctrinas en 
las iglesias y sus dependencias, de formación moral, científica y literaria 
de sus ministros en los seminarios clericales y religiosos, con las demás 
prerrogativas que correspondiera a la Iglesia, en virtud de su institución 
y constitución, o de los derechos garantizados por la Constitución y las 
leyes a todas las corporaciones, asociaciones y demás personas jurídicas, 
sin más limitaciones que las comunes a todas ellas, por razón del bien 
público, o que en este Convenio se establecieran para determinados 
negocios. 
Según el párrafo 2 o del artículo 2 o, la Iglesia respetaría absoluta-
mente las prerrogativas del Estado y su competencia exclusiva para 
tratar las relaciones de la Iglesia con la Nación o las propias regiones 
españolas; asimismo, la Iglesia prohibía en los actos, reuniones y mani-
festaciones religiosas toda manifestación política oficial o colectiva y se 
comprometía a comunicar al Gobierno de la República el nombre de los 
Prelados, antes de tomar posesión de su cargo, la nacionalidad española 
de los mismos y toda alteración substancial de las diócesis o de las 
actuales demarcaciones o circunscripciones eclesiásticas antes de tener 
efectividad. La Iglesia escucharía las legítimas representaciones del 
Estado sobre personas, cosas o circunscripciones eclesiásticas, y de un 
modo especial el nombramiento del Obispado de Seo de Urgel, al que 
estaba vinculado el Principado de Andorra. 
El Estado español se comprometía a garantizar, en otro orden de 
cosas, las procesiones de los católicos en los entierros y viáticos; las del 
Corpus Christi y las romerías tradicionales en los pueblos, salvo prohibi-
ción escrita de la autoridad gubernativa, por razones manifiestas de 
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orden público o de sanidad que deberían expresarse en la comunicación 
hecha a la autoridad eclesiástica con la suficiente antelación103. 
La Iglesia, por su parte, comunicaría a la autoridad gubernativa, 
local o superior, las manifestaciones extraordinarias del culto católico, 
las cuales se considerarían autorizadas, a las 24 horas de hecha la 
mencionada comunicación104. 
El Estado, según el artículo 4 o, garantizaba la asistencia espiritual de 
todos los ciudadanos consintiendo en la organización de la misma que 
hicieran las autoridades eclesiásticas, a instancia de los particulares o 
por propia iniciativa, aún dentro de los establecimientos o dependencias 
oficiales, bastando en este caso, que se pusieran de acuerdo las respecti-
vas autoridades, en cuanto al horario, a fin de que se guardase el orden 
debido. 
En lo referente a las sepulturas se reconocía a los fieles católicos el 
derecho absoluto de enterramiento, conforme a las ceremonias de la 
Iglesia, quedando a salvo las leyes de higiene y sanidad pública, los 
convenios actuales sobre la propiedad de los cementerios, y aun los 
derechos anteriores de sepultura en las iglesias y conventos, en la forma 
contenida por las leyes, a los Prelados, eclesiásticos, monjas y bien-
hechores de la Iglesia1 0 5. 
El artículo 6 o del Proyecto se refería a que, aun cuando el Estado 
español no reconocía a la condición religiosa como circunstancia modi-
ficativa de la condición civil, ni política, ni como fuero especial, podrían 
las autoridades civiles prestar auxilio a las autoridades eclesiásticas para 
el ejercicio de su competencia, comunicándoles las providencias y sen-
tencias contra los eclesiásticos y religiosos en materia de delitos comu-
nes y sancionar la usurpación de hábito y funciones eclesiásticas que 
decretase o declarare la legítima autoridad de la Iglesia, procurando que 
los eclesiásticos y religiosos que no hubieran sido degradados o 
secularizados por la Iglesia sufrieran las penas de detención y de cárcel 
en locales adecuados, o por lo menos separados de las salas comunes de 
los demás reclusos. 
103. Cfr. art. 3 o , párrafo I o del Proyecto. 
104. Cfr. art. 3 o , párrafo 2 o del Proyecto. 
105. Cfr. art. 5 o del Proyecto. 
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Por otro lado, la Iglesia, los cabildos, las comunidades religiosas 
inscritas en el Ministerio de Justicia, las cofradías y otras entidades o 
personas jurídicas reconocidas por la Iglesia tendrían la capacidad que a 
las personas jurídicas reconocen las leyes comunes. De la misma capa-
cidad jurídica gozarían las iglesias, corporaciones, asociaciones e insti-
tuciones que en adelante adquirieran personalidad ante la Iglesia y la 
justificasen ante el Estado. Quedarían bajo la salvaguarda del Estado 
todos los bienes muebles e inmuebles y derechos de carácter espiritual o 
espiritualizado que poseía la Iglesia católica al advenimiento de la 
República, todos los cuales seguirían afectos al culto católico o de sus 
ministros y a disposición de la misma Iglesia, mientras sus legítimos 
representantes no determinaran su desafección de estos servicios de 
acuerdo con el Ministerio de Justicia, en la forma en que se conviene 
entre ambas potestades. Los demás bienes de carácter privado y los que 
en adelante adquiera legítimamente la Iglesia y sus corporaciones, 
asociaciones y entidades, tendrían la consideración de propiedad privada 
conforme a las leyes1 0 6. 
Según el artículo 8 o, el Estado asumía para sí exclusivamente la 
obligación de hacer los gastos que requería la catalogación e inventario 
de los objetos de culto y del Tesoro Artístico Nacional, pero procedería 
de acuerdo con los Ordinarios diocesanos y religiosos, como represen-
tantes de la propiedad eclesiástica, para que dicha catalogación se 
hiciera sin molestar a sus poseedores. El Estado se encargaría de los 
gastos de reparación y de conservación de todos los monumentos del 
Tesoro Artístico Nacional y de los edificios y objetos destinados perma-
nentemente al servicio del culto y de sus ministros, aun cuando no 
estuvieran exentos de tributación por su uso. 
Por lo que se refería a la beneficencia, el artículo 9 o , en su párrafo 
I o , decía que las instituciones benéficas y benéfico-docentes que existían 
antes del advenimiento de la República y dependían de las autoridades, 
corporaciones, institutos o personas jurídicas eclesiásticas o religiosas, 
continuarían bajo este mismo Patronato con la única obligación de justi-
ficar el cumplimiento de las cargas fundacionales, cuando interviniera 
mandamiento judicial. Las fundaciones benéficas y benéfico-docentes 
106. Cfr. art. T del Proyecto. 
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que en adelante se establecieran estarían sometidas a la legislación 
común, aun cuando los fundadores hubieran reservado el Patronato a la 
Iglesia. 
En cuanto a la enseñanza, el párrafo 2 o del artículo 9 o, establecía que 
la Iglesia y sus corporaciones eclesiásticas y religiosas podrían crear 
establecimientos docentes de toda clase, academias de lenguas, letras, 
artes y ciencias, pero no tendrían carácter oficial aun cuando se sometie-
ran a los planes de enseñanza del Estado y a las condiciones generales 
de higiene. Podrían, sin embargo, los eclesiásticos y religiosos que 
tuvieran títulos del Estado enseñar en los establecimientos oficiales. En 
todo caso, los centros privados de enseñanza dirigidos por la Iglesia 
estarían sujetos a las condiciones comunes a las escuelas oficiales y 
privadas. En este artículo, no deja de resultar sorprendente la no oficia-
lidad de la enseñanza impartida por la Iglesia, aunque, sin duda, habría 
la voluntad política de crear los mecanismos conducentes a la convalida-
ción de los estudios correspondientes. 
En lo referente al matrimonio, el Proyecto se limitaba a decir que el 
Estado consentiría la inscripción del matrimonio canónico en los Regis-
tros civiles, para que pudiera ser alegada por las partes que voluntaria-
mente aceptasen la aplicación de los cánones en los tribunales civiles1 0 7. 
El gobierno de la República, según el Proyecto, se proponía favore-
cer el progreso de las Misiones en Tierra Santa, Marruecos y Fernando 
Poo, por la S.C. Propaganda Fide, como también los Colegios de 
Misiones establecidos en territorio nacional, para los países de influen-
cia española, y asimismo las Misiones españolas y Casas de España 
registradas en las embajadas y Consulados de la República, para el 
cuidado de los emigrantes o el servicio espiritual y temporal de las 
colonias hispanoamericanas. El Gobierno, no sólo respetaría la actividad 
y personalidad propia de las Misiones del África española, sino que 
podría favorecerlas con indemnizaciones por los gastos de instalación y 
con asignación para los trabajos estadísticos y otros que el Gobierno les 
confiase y con la repatriación de los que se hubieran sacrificado por la 
colonia durante un periodo no menor a cinco años. Análogos subsidios 
concedería el Gobierno a las misiones españolas de las Embajadas y 
107. Cfr. art. 10 del Proyecto. 
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Consulados, supuesta la justificación de sus servicios en memorias 
anuales que examinaría la Obra Pía. Favorecería, asimismo, el Gobierno 
a los Colegios misionales de Ultramar, no sólo concediéndoles prórrogas 
por razón de estudios a efectos del servicio militar, sino también admi-
tiendo su substitución por otros misioneros de edad menor de 40 años y 
costeándoles el viaje a la misión respectiva siempre y cuando se com-
prometan a enseñar en esos países la lengua e historia de España por un 
número de años no inferior a la situación del servicio activo1 0 8. 
Por otra parte, el artículo 12 establecería que el Gobierno, para no 
perturbar la formación y ordenación de los sacerdotes y religiosos y para 
facilitar la voluntaria cura de almas en los regimientos, plazas, acade-
mias, buques, prisiones, talleres y otros establecimientos militares, lo 
mismo que en las expediciones militares por mar y tierra, consideraría 
como servicio militar el ministerio espiritual que como catequistas o 
curas prestasen a quienes lo desearan los ordenados in sacris y los 
profesos de las comunidades religiosas insertos en el Ministerio de 
Justicia siempre y cuando estuvieran habilitados a efecto por los Ordi-
narios diocesanos y los superiores de sus respectivas comunidades o por 
el Prelado o Prelados que la Santa Sede designara al efecto. A los 
predichos reclutas se concederían las prórrogas por razón de estudios 
que se concedían a los maestros y otros funcionarios en las Leyes 
vigentes para que después pudieran prestar los servicios espirituales en 
las dependencias militares. 
Los eclesiásticos y religiosos, según el artículo 13, que alegasen la 
incompatibilidad de sus servicios con determinados cargos civiles, 
políticos o judiciales serían encuadrados con facilidad por las respec-
tivas autoridades. No podría ser retenida ni gravada la dotación eventual 
de los clérigos, fuera la de las clases pasivas, fuera otra voluntaria, a no 
ser en los casos en que lo permitieran las leyes sobre los sueldos de los 
funcionarios del Estado. Se permitiría a los prelados y a los fieles la 
constitución voluntaria de capitales para el sostenimiento del Culto y 
Clero, los cuales no estarían sujetos a ningún tributo ni descuento. 
Por otro lado, el Proyecto decía que el Estado no gravaría ninguna 
transmisión de dominio entre las entidades eclesiásticas ni exigiría los 
108. Cfr. art. 11 del Proyecto. 
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escritos por este concepto. La Iglesia, en cambio, subsanaría las enaje-
naciones consumadas de bienes eclesiásticos y religiosos109. 
En cuanto al Patronato, el Estado no renunciaría al reconocido a la 
Nación Española aunque estaría dispuesto a una equitativa revisión de 
los derechos que venía ejerciendo110. 
El artículo 10, que trataba sobre las órdenes religiosas, se refería a 
que, además de las Comunidades existentes, podrían establecerse otras 
nuevas con el consentimiento de la Santa Sede, guardando las formali-
dades prescritas en la Constitución, o sea, inscribiéndose en el plazo de 
un trimestre después de su aprobación por la autoridad eclesiástica. 
El Proyecto finalizaba con unas notas a tener en cuenta: 
Según la primera de las notas, todos los Procuradores de Ordenes 
religiosas consideraban necesario y urgente una providencia sobre el 
servicio militar y de misiones, si no se quería causar un perjuicio enorme 
a la formación de los curas y de los religiosos, y las misiones católicas 
por razón de la profesión y de la ordenación de los mismos. 
La segunda nota consideraba urgente, asimismo, la acomodación de 
la Ley de Confesiones al texto Constitucional, lo cual se haría con suavi-
dad si se pusieren en el Concordato las cláusulas correspondientes. 
Este Proyecto de Concordato hubiera sido, quizás, un buen punto de 
partida para la regulación de las relaciones entre la Iglesia y el Estado 
republicano. Sin embargo, se podría considerar que es un Proyecto 
demasiado idealista, si consideramos que ya estaban vigentes la 
Constitución de 1931 y la Ley de Confesiones Religiosas, normas clara-
mente discriminatorias e, incluso, persecutorias con la Iglesia y, por 
tanto, en frontal oposición con el citado Proyecto, aunque aminorada su 
aplicación por un gobierno de centro-derecha. Además, el estado de 
opinión que se había creado por las fuerzas políticas de izquierda y de 
extrema izquierda —que propiciaría la convocatoria de elecciones a los 
pocos meses—en gran parte de la población tenía muy poco que ver 
—al menos aparentemente— con lo que se pretendía estipular en el 
Proyecto del P. Postíus. 
En definitiva, fue un Proyecto que en teoría podría haber salido 
adelante y propiciado un cambio constitucional y de las leyes persecu-
109. Cfr. art. 14 del Proyecto. 
110. Cfr. art. 15 del Proyecto. 
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torias. Sin embargo, como ya hemos visto, la Santa Sede, tal vez con 
gran visión de futuro, no aceptó este tipo de planteamientos. 
CONCLUSIONES 
1. La legislación en materia religiosa durante la II República 
Española, por su carácter discriminatorio y aun persecutorio para con la 
Iglesia Católica, hacía que las relaciones oficiales entre ambas potesta-
des fueran prátcicamente imposibles. 
2. No obstante esta grandísima dificultad, hubo representantes de 
la Iglesia y del Estado republicano que intentaron modificar las leyes 
republicanas en materia religiosa para hacer factible el establecimiento 
de relaciones estables con arreglo a mecanismos normativos nuevos. En 
este aspecto cabe destacar la intervención del Cardenal de Tarragona, 
Vidal i Barraquer, y, también, aunque en menor medida, al Presidente de 
la República, Alcalá-Zamora. 
3. Es preciso destacar, en la linea de llegar a esos mecanismos 
normativos de relación entre la Iglesia y el Estado republicano, el 
Proyecto de Concordato del Padre Postíus. Este Proyecto estaba, a 
nuetro juicio, bastante desligado no sólo ya de la realidad normativa en 
materia religiosa de la República, sino también de lo que realmente 
pensaba una importante parte de la sociedad española de la época. Para 
poder aplicar en la realidad ese Proyecto, hubiese sido necesario 
reformar varios artículos de la Constitución de 1931 y la Ley de Confe-
siones religiosas, entre otras normas jurídicas vigentes, que hacían impo-
sible cualquier tipo de relación amistosa entre poder eclesiástico y civil. 
4. En definitiva, la única esperanza que hubiera habido de regula-
rizar las relaciones entre la Iglesia y el Estado era el mantenimiento del 
centro-derecha político en el poder, que podría haber propiciado un 
período más largo de conversaciones entre los diversos representantes, 
y, así, generar un clima de mayor confianza por parte de la Santa Sede, 
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que consideraba imposible un acuerdo con el Estado Español mientras 
estuviesen vigentes las leyes discriminatorias y persecutorias contra la 
Iglesia. 
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